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Chile es, desde hace muchos años, uno de los principales socios de la Unión Europea en América La-

tina, con el que compartimos una trayectoria diplomática de más de 50 años. Ambos estamos com-

prometidos con valores fundamentales como la democracia, la libertad, el Estado de derecho, el res-

peto a los derechos humanos, un orden mundial basado en el multilateralismo y la lucha contra el 

cambio climático, entre otros. Por este motivo, hemos logrado establecer excelentes relaciones polí-

ticas y comerciales, tanto de carácter multilateral —incluyendo el Acuerdo de París y la Agenda 2030 

de Desarrollo Sostenible— como bilateral —mediante el Acuerdo de Asociación firmado entre la UE y 

Chile en 2002 y que estamos actualizando—. 

La Unión Europea ha observado, con gran interés, el desarrollo de los eventos que, desde 2019, han 

cambiado profundamente la realidad social y política del país y la salida institucional aprobada para 

superar la crisis. Estamos convencidos de que el proceso constituyente que Chile ha iniciado permitirá 

elaborar un nuevo contrato social a partir de un diálogo fructífero y de una reflexión profunda sobre el 

país que se quiere construir en el futuro, de una manera necesariamente participativa e inclusiva. 

En la Unión Europea compartimos muchos de los desafíos a los que Chile debe hacer frente en este 

momento sobre cómo generar una sociedad más justa, próspera y sostenible. El proceso de integra-

ción mismo de la Unión Europea es un proyecto de paz y colaboración, un proceso de construcción de 

la unidad desde lo diferente. En Europa este ha sido un camino largo y lleno de aprendizajes, donde 

hemos visto que nuestra fortaleza recae precisamente en nuestra diversidad, la cual también se refle-

ja a nivel constitucional, aunque con claros denominadores comunes. 

Cada sociedad tiene que encontrar su propio rumbo, como ha ocurrido con cada uno de los 27 países 

de los Estados miembros de la UE, obedeciendo a sus distintas culturas e historia, pero con los rasgos 

comunes definitorios de un Estado social y democrático de derecho, basado en fuertes instituciones 

democráticas, en el respeto a las minorías y en una economía de mercado con una participación rele-

vante del Estado como garante de los valores de justicia social que nos identifican. Desde ese punto 

de vista, esperamos que las experiencias de los Estados miembros y también de la propia 
institucionalidad de la Unión Europea, en sus distintos caminos de implementación de nues-
tro modelo político, económico y social, puedan ofrecer un insumo interesante al debate 
público en Chile.

Con ese fin se ha buscado generar diferentes instancias de intercambio de experiencias que puedan ser 

de interés para nutrir el debate constituyente, incluyendo el estudio comparado de la historia 
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constitucional europea y la participación de expertos chilenos y europeos con el objeto de responder y 

apoyar la reflexión y el diálogo en esta nueva etapa. Asimismo, las innovaciones que Chile ha imple-

mentado en la Convención Constituyente —como la paridad de género y las cuotas para pueblos origi-

narios— ya se convirtieron en importantes referentes generales de cara al progreso y la protección de 

nuestras democracias. 

Es por esto por lo que, a través de la iniciativa Foro Chile-Unión Europea, la Delegación de la 
Unión Europea en Chile y sus Estados miembros se han puesto se han puesto a disposición 
de todos los actores chilenos y de la propia Convención la Convención, para compartir expe-
riencias sobre procesos y contenidos constitucionales. Esta iniciativa, implementada con el apo-

yo del programa EUROsociAL+, el programa de la Unión Europea para la cohesión social en América 

Latina, ha incluido la realización de diferentes actividades, en las que ambas partes nos hemos encon-

trado y dialogado en torno a temas como la garantía efectiva de los derechos fundamentales, la par-

ticipación ciudadana, las formas de gobierno, la descentralización, la igualdad de género y la protec-

ción del medioambiente, entre otros muchos temas. 

Entre enero y junio de 2021 tuvo lugar el Ciclo Diálogos Chile-Unión Europea, en colabora-
ción con la Cámara de Diputadas y Diputados de Chile, la Agencia Chilena de Coopera-
ción Internacional para el Desarrollo (AGCID) y la Biblioteca del Congreso Nacional. Este 

ciclo se estructuró en torno a seis mesas, cuyas temáticas fueron: mecanismos de participación 

ciudadana; modelos de bienestar social; formas de Estado y de gobierno; organización territorial 

del Estado; perspectiva de género; el reglamento de la Convención Constitucional; desarrollo 

sustentable; y derechos y libertades fundamentales. El presente documento busca recoger las 

principales reflexiones generadas en este espacio, de manera que puedan ser un aporte al trabajo 

que ahora inicia la Convención Constituyente. 

Redactar una nueva Constitución, un nuevo marco de convivencia intergeneracional que refleje de 

manera equitativa los anhelos mayoritarios, supone una oportunidad única para perfeccionar una 

democracia. Por este motivo, reiteramos la disposición de la Unión Europea para acompa-
ñar a Chile en esta tarea, que esperamos permita reflejar a la vez la diversidad del país y 
fortalecer la democracia chilena de cara a los desafíos del siglo XXI.

León de la Torre Krais
Embajador de la Unión Europea en Chile
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El propósito de la mesa fue reflexionar sobre la constitucionalización de los derechos sociales y, 

en este marco, qué tipo de modelo de bienestar social debería consignarse en la Constitución y cuál 

es el grado de precisión deseable de las reglas constitucionales que consagren dichos derechos. En 

estrecha relación se encuentra el debate en torno a los modos en que la Constitución debería 

sentar los pilares del modelo socioeconómico del país.

Como insumo central se consideró el denominado “modelo social europeo” (MSE), una materia 

en la cual Europa se ha convertido en referencia mundial. El MSE “no es un concepto unitario, 

sino una mezcla de valores, logros y aspiraciones, variando en forma y grado de realización entre 

los distintos Estados europeos”1. El welfare state, o estado de bienestar, es parte del modelo 

social y puede definirse como aquel que crea estándares mínimos de ingresos, alimentación, 

salud, vivienda, educación garantizada a todos los ciudadanos como un derecho político, no como 

caridad2.

Aunque sus orígenes son más remotos, los sistemas de welfare y los derechos sociales se fueron 

construyendo paulatinamente en Europa entre el final del siglo XIX y la primera parte del XX 

como respuesta a la cuestión social, en el marco de la industrialización y de la presión de los 

movimientos sociales. Por tanto, el welfare no nace como producto constitucional y es anterior 

a las llamadas Constituciones sociales que acompañan el giro del Estado liberal monoclase al 

Estado democrático pluriclase, después de la Segunda Guerra Mundial. Es en este periodo pos-

bélico cuando se producen convergencias en el plano de los sistemas de gobierno (afirmación de 

la democracia representativa a sufragio universal) y en las políticas sociales, con el desarrollo 

de los modernos sistemas de welfare. Derechos sociales y principio democrático se afirman al 

mismo tiempo bajo la premisa común de la dignidad de toda persona. Suponen y reclaman tam-

bién una interpretación del Estado como entidad consagrada a la satisfacción de necesidades e 

intereses sociales. Los derechos sociales (o de segunda generación, para diferenciarlos de los 

derechos civiles) se basan en la visión por la cual la libertad formal ha de completarse como 

igualdad sustancial de todas las personas, o sea como libertad, en el doble sentido de ausencia 

de impedimentos/constricciones para actuar y posibilidad de elegir y hacer, en una palabra, au-

todeterminación (Bobbio).

1.  Giddens, A. (2007). L’Europa nell’età globale. Laterza: Roma-Bari.
2.  Bobbio, N. y Matteucci, N. Diccionario de la política.
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La conquista de derechos se configura como adquisición de medios para ejercer la libertad y 

espacio de crecimiento de la libertad. De aquí que la igualdad incluye necesariamente la igual-

dad de oportunidades, y el Estado debe procurar condiciones básicas equitativas para todos  

y todas.

Las Constituciones europeas que surgen en el periodo de la reconstrucción posbélica incorporan 

y desarrollan estos conceptos, pero no de la misma manera. Por ejemplo, la Constitución alema-

na resuelve la cuestión de los derechos sociales con la llamada “cláusula social” con el art. 20 de 

su Constitución: “La República Federal de Alemania es un Estado federal, democrático y social”. 

Los países del sur de Europa (Italia, España, Portugal), en cambio, abundan en reconocimientos 

constitucionales. De hecho, la constitucionalización en estos últimos países ha sido un factor de 

impulso del desarrollo democrático y una “superficie” sobre la cual construir progreso económico 

y social.

En todo caso, la distinta extensión y precisión de la codificación constitucional de los derechos 

sociales responde a los elementos contextuales de carácter histórico y a las condiciones socioeco-

nómicas iniciales, pero no incide en la amplitud y eficiencia de los sistemas de bienestar desarro-

llados en los distintos Estados europeos.

Aunque con variaciones importantes, en los llamados “30 años gloriosos” después del 2.º conflicto 

mundial se estructuran la arquitectura básica del welfare europeo y su impronta universalista. Las 

mismas que inspirarán España y Portugal a la vuelta a la democracia. Estas bases resisten hasta 

el día de hoy —prueba de ello es que en promedio los países de la UE destinan el 28% del PIB a la 

protección social—, aunque se han multiplicado los cambios adaptativos.

Hay dos causas principales de la crisis del welfare europeo que empezó en los años ochenta y 

que ha causado en algunos casos su debilitamiento, sin que se llegase nunca a situaciones de 

quebranto: la primera ha sido el fuerte cuestionamiento de la deriva asistencialista del gasto 

social, en el marco de las ideas y políticas neoliberales, que llegaron a influenciar también a las 

fuerzas socialdemócratas. La segunda tiene relación con los cambios estructurales de las eco-

nomías y de las sociedades a raíz de la globalización y de otros procesos (la revolución tecno-

lógica, la individualización de los estilos de vida y el envejecimiento de la población, entre otros), 

que en conjunto han convertido en obsoleto el paradigma “ocupacional” del welfare europeo 

tradicional (la seguridad social de tipo contributivo, la marginalidad laboral de la mujer y los 
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seguros de desempleo diseñados en un horizonte de pleno empleo son un ejemplo de este pa-

radigma).

Más recientemente, otras cuestiones de mucha relevancia para los sistemas de welfare se han 

sumado a las anteriores. Todas ellas pueden llevar a una revisión de las Constituciones: la irrup-

ción que se espera definitiva de la igualdad de género, la sostenibilidad ambiental, el pacto inter-

generacional y la interacción y acomodo entre la dimensión nacional (espacio fisiológico de las 

Constituciones) y la supranacional.

Las reformas del siglo XXI en Europa intentan recalibrar los sistemas de welfare resguardando 

principios fundamentales (enfoque de derechos, universalismo, deber del Estado de desempeñar 

funciones que aseguren el disfrute de los derechos) y garantizando buenos niveles de bienestar 

colectivo. Se trata de cambios complejos porque, pese al papel protector del welfare europeo, ha 

aumentado la desigualdad y la región ha perdido el poder económico a nivel global que tuvo hasta 

el siglo pasado.

Se puede observar que el debate constituyente en Chile sobre derechos y modelo social en-

cuentra en Europa un punto de referencia. Hay parecidos, y también las coordenadas concep-

tuales con las que se aborda el tema son las mismas. A la luz de todo lo anterior, la presente 

mesa se estructuró en dos sesiones articuladas en torno a los siguientes ejes de reflexión e 

intercambio:

	◗ Constitucionalización de los derechos sociales y modelos de bienestar social en Europa: evolución 

histórica y desafíos actuales.

	◗ Crisis y reorganización de los sistemas de bienestar social ante la aparición de nuevos riesgos y 

demandas en el marco de las macrotendencias planetarias de cambio: revolución tecnológica, 

globalización, cambio climático y envejecimiento de la población. 

	◗ Exploración de instrumentos tales como, por ejemplo, la renta básica universal, las medidas de 

acompañamiento de las transiciones laborales, etc. 

	◗ La equidad intergeneracional como eje rector de las políticas de bienestar social, especialmente en 

el ámbito de los sistemas de pensiones y de salud.
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	◗ Los conceptos de Estado social vs. Estado subsidiario frente al reto de la garantía universal de 

protección de la ciudadanía.

	◗ Mecanismos para garantizar el ejercicio de los derechos sociales a partir de la experiencia 

europea.

En concreto, en la primera sesión se abordaron los siguientes puntos:

	◗ El Estado social en las Constituciones europeas.

	◗ El modelo social europeo a través de sus principales expresiones nacionales: evolución histórica y 

desafíos actuales.

	◗ Los conceptos de Estado social vs. Estado subsidiario frente al reto de la garantía universal de 

protección de la ciudadanía.

	◗ Mecanismos para garantizar los derechos sociales a la luz de la experiencia europea y latinoame-

ricana.

En la segunda sesión se abordaron, por su parte, los temas que siguen:

	◗ Crisis y reorganización de los sistemas de bienestar social ante la aparición de nuevos riesgos y 

demandas en el marco de las macrotendencias planetarias de cambio: revolución tecnológica, 

globalización, cambio climático y envejecimiento de la población.

	◗ Exploración de instrumentos tales como, por ejemplo, la renta básica universal, las medidas de 

acompañamiento de las transiciones laborales, etc.

	◗ La equidad intergeneracional como eje rector de las políticas de bienestar social, especialmente en 

el ámbito de los sistemas de pensión y de salud.
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2.1. LA CONSTITUCIONALIZACIÓN DE LOS DERECHOS  
SOCIALES Y LOS MECANISMOS PARA SU GARANTÍA3

Clarisa Hardy 
Psicóloga de la Universidad de Chile  
y experta en políticas sociales. Fue ministra de Planificación  
en el primer Gobierno de Michelle Bachelet

La nueva Constitución y el reconocimiento de la garantía de los derechos 
sociales para avanzar hacia un estado de bienestar

En Chile estamos viviendo un momento histórico probablemente sin precedentes en muchas déca-

das. Hay quienes plantean que este es el hito político más importante desde el retorno a la demo-

cracia, sin embargo, a mí me parece que es el hito más importante que vivimos desde los años se-

tenta, cuando Chile hizo un esfuerzo por una transformación radical de la sociedad en democracia. 

Me refiero al Gobierno de Salvador Allende, que quiso abordar los fenómenos que hoy persisten en 

la sociedad chilena, que eran de desigualdades estructurales, en donde buena parte de la sociedad 

estaba absolutamente fuera de lo que hoy estamos discutiendo, que son los derechos sociales ga-

rantizados.

Por ello creo que trasciende incluso a los momentos de la posdictadura. Nos remite a una herida his-

tórica, biográfica, de la construcción de la sociedad chilena. Basta mirar cómo están vigentes hoy re-

clamos de los pueblos indígenas que tienen vetada su inclusión y que nos transporta a la conforma-

ción de la nación de los últimos dos siglos.

Así de importante es este hito político, por lo que provoca mucha expectación a nivel internacional. En 

el mundo europeo es particularmente llamativo un proceso constituyente con una Convención Cons-

titucional, que es una Asamblea Constituyente para todos los efectos por el mecanismo amplio de 

participación que lo convoca, inédito en su composición paritaria y con representación de pueblos ori-

ginarios. Digo inédito, no solo desde el punto de vista político, sino también porque repara la llaga de 

inclusión social en una sociedad que estructuralmente se conforma con este modelo de desigualdad 

3.   Vídeo de la sesión: https://youtu.be/nw-IHQJC1js

https://youtu.be/nw-IHQJC1js
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y en donde la situación de las mujeres y de los pueblos indígenas es la expresión máxima de la segre-

gación que se vive en la sociedad chilena.

Se da además este proceso como fruto de una revuelta, un estallido, una masiva movilización social —hay 

discusiones aún sobre cómo definir lo que ocurrió en el último trimestre del año 2019— que expresaron la 

acumulación de tensiones de décadas, que explotaron en ese momento y que, si bien se congelan a partir 

de la pandemia por la imposibilidad que impone la situación sanitaria, siguen latentes. La pandemia le 
puso una suerte de lupa de aumento a estos fenómenos y a esta realidad social que se expresó 
en el estallido. En ese sentido, tenemos un compromiso de no frustrar las expectativas que hoy 
están instaladas en la sociedad chilena con el proceso constituyente y la próxima Convención que 

se habrá de elegir. Por eso es muy importante generar estas conversaciones con el Congreso de la Repú-

blica, que es el espacio que habilitó el proceso constituyente, porque la expectativa ciudadana volcada al 

resultado tiene que estar reflejada en qué significa este proceso y cómo la nueva Constitución puede dar 

cuenta de este fenómeno. Allí hay una tarea política de responsabilidad mayor. 

En este marco debemos situar la discusión: qué es propio de la Constitución que va a abordar mo-

delos de bienestar y derechos sociales y qué cosas van a quedar fuera de la Carta Fundamental y 

van a estar en la arena del debate político y la deliberación democrática, porque eso es parte de lo 

que no está muy claro en el debate nacional.

Qué debe contener la Constitución y cómo las Constituciones son las que habilitan los procesos de delibe-

ración democrática para que las sociedades traduzcan estas grandes normas constitucionales en políti-

cas nacionales y en políticas públicas que tienen que ser cambiantes, como cambiantes son los tiempos.

Por lo tanto, el marco constitucional es un marco normativo, valórico, de definiciones y orientacio-

nes sustantivas que habilitan a la política. Lo señalo porque hay un par de discusiones puestas en el 

debate en Chile sobre lo esencial de la Constitución que tenemos que explicitar y resolver, enten-

diendo que en ella se va a recoger un nuevo pacto social, un nuevo pacto que logre esta 
sociedad cohesionada que no tenemos, que no hemos logrado construir. Somos una socie-
dad fragmentada, fracturada y hoy en día particularmente tensionada políticamente, por lo 
que el nuevo pacto social y político es una exigencia ineludible.

La primera de estas discusiones se da en torno a si debe o no ser una Constitución mínima, una que 

simplemente establece grandes principios y orientaciones. Probablemente la experiencia de los 
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europeos es la tradición de Constituciones menos explícitas, entre otras cosas, porque su trayecto de 

instalación de estados de bienestar precedió la constitucionalización de estos Estados. Son sociedades 

que tienen una cultura con valores internalizados de cohesión social en donde las Constituciones menos 

explícitas no son una amenaza, porque son las propias sociedades las que ya han construido acuerdos 

políticos previos, modelos de bienestar, arreglos institucionales que están operando y que pueden luego 

encontrar un marco normativo constitucional que recoge esa tradición y trayectoria.

En Chile enfrentamos exactamente lo opuesto, no existe una tradición de cohesión social, tenemos 

una llaga estructural de desigualdad y, simultáneamente, tenemos desde la vigencia de la actual 

Constitución del ochenta, la instauración de un modelo neoliberal, no solo económico y social, sino 

también cultural. Por tanto, carecemos de una tradición de cohesión social que se constituya en la 

base de una fuerza social y política cuyo impacto permita suplir lo que la Constitución no dicta.

Todo esto es para decir que es impensable una Constitución mínima en Chile. Cuanto menos explícita, 

más librado está el bienestar a decisiones circunstanciales y discrecionales que quedan fuera del 

marco normativo en una sociedad que no tiene una cultura instalada en la materia. Por lo tanto, creo 

que es muy importante que en la Constitución esté lo más explicitado posible el cómo queremos de-

finir el bien común, porque el bien común retóricamente formulado, sin una explicitación de cómo esto 

se traduce, en qué tipo de derechos, qué derechos y cuáles son sus mecanismos, deja libre a las dis-

crecionalidades políticas de las instituciones, cuánto se avanza o se retrocede, que es la situación ac-

tual. Por ello, una de las cuestiones centrales es cuán explícitos van a tener que estar formulados los 

derechos esenciales (en este caso sociales y económicos) garantizados en la Constitución.

Por otra parte, una segunda discusión es la que aparece si observamos las nuevas Constituciones que 

han surgido recientemente en América Latina. Estas son exhaustivas en materia de derechos, incluso 

mucho más exhaustivas que las Constituciones europeas que tienen estados de bienestar instalados y 

operando hace décadas. Sin embargo, en esos países no hay evidencia del ejercicio de esos derechos, por 

lo que se mantienen inalteradas las situaciones de desigualdad social y pasan a ser enunciados consti-

tucionales retóricos.

Es importante llamar la atención en un aspecto no suficientemente abordado cuando se nos invita a 

dialogar sobre el bienestar y los derechos sociales en la Constitución. Discutir el tipo de sociedad y el 

pacto social para una sociedad cohesionada no puede restringirse al capítulo de derechos de la Cons-

titución.
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Quiero ser muy explícita en esto, el estado de bienestar, el modelo social, el sello de cohesión 

social que queremos darle a la Constitución no se juega solo y exclusivamente en el acápite de 

derechos constitucionalizados. Se juega en lo que probablemente es el centro del debate consti-

tucional, que son las reglas de distribución del poder y de las instituciones políticas de este país.

Si tenemos un decálogo de derechos, pero descuidamos este otro debate —que es central por lo de-

más en la Constitución— referido al modelo político institucional, el cómo se va a ejercer y cómo va a 

funcionar el equilibrio de poderes en el país, cómo va a ser la democracia en Chile, los derechos podrán 

ser finalmente un enunciado retórico. Tenemos que darle una importancia central a lo que los espe-

cialistas constitucionales llaman “la sala de máquinas”. Es ahí donde la declaración de derechos socia-

les va a encontrar su viabilidad.

Discutir nuestro régimen político; poner en discusión el excesivo presidencialismo y el papel menor del 

Congreso, que limita el equilibrio de poderes y por lo mismo el ejercicio de la deliberación democrática; 

y hacernos cargo de la ausencia de espacios de participación democrática ciudadana vinculantes que 

permite que las sociedades también participen activamente en el ejercicio de la democracia y del 

bienestar es parte de las limitaciones. Régimen político, instituciones y sus atribuciones, formas 
e instrumentos de democracia participativa (iniciativa popular de ley, capacidad de revoca-
toria de mandato, plebiscitos) son la base y el sustento para hacer viable e institucionalizar 
la posibilidad del desarrollo efectivo de los derechos sociales.

En Chile enfrentamos exactamente lo opuesto, no existe 
una tradición de cohesión social, tenemos una llaga 
estructural de desigualdad y, simultáneamente, tenemos 
desde la vigencia de la actual Constitución del ochenta, 
la instauración de un modelo neoliberal, no solo 
económico y social, sino también cultural. Por tanto, 
carecemos de una tradición de cohesión social que se 
constituya en la base de una fuerza social y política cuyo 
impacto permita suplir lo que la Constitución no dicta.

© Ignacio-Amenabar
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Cuando se firmó el pacto del acuerdo constitucional se llegó a algunos consensos básicos. El 

primero, la página en blanco, esto significa que no rige la Constitución vigente, que se reescribe 

de cero, es decir, está abierto y sujeta a la discusión de la Convención Constitucional su contenido. 

Pero que, dada la segunda regla pactada en el acuerdo de la necesidad de dos tercios para poder 

aprobar las normas constitucionales, aquello que no esté contenido en la Constitución queda 

fuera de ella, no rige la anterior y queda liberado al debate político legislativo. Por lo tanto, le 

entrega la responsabilidad de aquello que no contiene la Constitución a la política, a la delibera-

ción democrática. El modelo o tipos de bienestar y los derechos que queremos garantizar van a 

requerir la norma constitucional que los establezca, pero también el juego democrático que per-

mita incorporar lo que la propia Constitución no logre generar como acuerdo en su Convención 

Constitucional y, adicionalmente, se le entrega al ejercicio de la democracia enriquecer aquello 

que no ha sido puesto en la Constitución.

Dichas estas consideraciones, si observamos la actual Constitución constatamos cuan limitados 

están los derechos sociales. En lo formal, de sus 100 páginas en su última versión actualizada, solo 

15 de ellas están referidas a derechos. Todo el resto aborda otras materias especialmente concen-

tradas en el ejercicio de la institucionalidad política y donde se plasman las limitaciones, generan-

do la impotencia de la política para poder transformar la realidad social. Está ahí la gran traba 

institucional.

Pero, además, en materia de contenidos, en lo que se refiere a los derechos sociales, no están tra-

tados como tales. Lo que aparece asociado a los clásicos derechos de salud, educación, seguridad 

social y trabajo es la opción o “libertad” de elegir entre la provisión pública y privada de estos ser-

vicios. No hay efectivamente una declaración de derechos sociales sustantivos a ser garantizados, 

está ausente el papel de lo público. Es una Constitución que entroniza a los individuos y al merca-

do como los responsables del bienestar, por lo que carece de la esencia de lo que debiera ser una 

Constitución que es la declaración del tipo de sociedad que queremos construir como comunidad y 

del pacto que tal mirada nos compromete. 

La actual es una Constitución descarnada de sujeto, no existe la sociedad ni la comunidad organizada, 

no existe el sujeto, existe el individuo y la opción de elegir entre Estado y mercado. Esa supuesta op-

ción libre entre Estado y mercado, cuando no hay garantía de derechos esenciales es la conculcación 

misma de la libertad de elección. Por lo tanto, lo que sanciona la Constitución es, en rigor, aunque no 

lo dice exactamente así, lo que se ha llamado el Estado subsidiario, y por lo tanto el papel 
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predominante y fundamental del mercado en la provisión de servicios. Aquí radica el corazón del de-

safío que representa la constitucionalización de los derechos sociales.

Hay una mayoritaria adhesión en el país a que los derechos esenciales como educación, sa-
lud, seguridad social, vivienda y trabajo tengan reconocimiento constitucional y se garanti-
cen. Sin embargo, las complejidades de la actual sociedad implican asumir dos retos que no están 

presentes en la Constitución actual:

En primer lugar, señalar que el enunciado independiente y autónomo de cada uno de estos derechos 

aisladamente, sin una articulación que establezca una relación de interdependencia, constituye una limi-

tación.

A modo de ejemplo, para todos es evidente que las pensiones están íntimamente ligadas a la trayectoria 

laboral de las personas. En la medida en que son tratadas separadamente, su disociación no es parte de 

la solución, sino del problema del ejercicio de ambos derechos. Como lo es un tratamiento separado 

de la salud, la educación y el trabajo. Si no hay una concepción sistémica, lo que podríamos llamar un 

sistema de protección social relevado en la Constitución, que recorra el ciclo de vida y que, por lo tanto, 

aborde la integralidad de los derechos y su interdependencia, la garantía puede no ser efectiva. 

Mencionar una protección social fundada en derechos garantizados en el ciclo de vida nos remite a una 

segunda complejidad. La identificación de los distintos sujetos y actores a lo largo del ciclo de vida pone 

de relevancia no al individuo, sino a colectivos, la mayor parte de los cuales son subordinados y requieren 

un reconocimiento explícito en la Constitución, como es el caso de la niñez, los trabajadores y los adultos 

mayores. Pero, sobre todo, las mujeres (desde la infancia hasta la vejez) y los pueblos indígenas. Y como 

nuevo fenómeno relevante en nuestro país, los migrantes. Todos ellos aparecen en su desprotección de 

derechos de manera agravada en esta pandemia.

La actual Constitución, más allá de la declaración retórica de que todas las personas nacemos iguales 

en derechos y dignidad, que es letra muerta para todos los efectos, precisamente evade el reconocimien-

to explícito de que hay colectivos estructuralmente subordinados y que la igualdad sustantiva requiere 

su reconocimiento y no su evasión bajo una denominación genérica común, como “personas”.

Y dentro de esto, me quiero detener en particular en las mujeres, que representan algo más de la 

mitad de nuestra población. Si la nueva Constitución no logra transversalizar la plena y efectiva 
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igualdad de las mujeres, va a dejar fuera el tipo de bienestar, el sello social que va a tener nuestra 

sociedad. En pandemia hemos experimentado agudamente la desigualdad de derechos que castiga a 

las mujeres por su sola condición de tal. Y esto no solo es lesivo para las mujeres, sino que lo es tam-

bién para la sociedad en su conjunto y para nuestro desarrollo y bienestar.

Tan problemático como lo anterior, por los cambios demográficos, es el envejecimiento. En Chile 

no tenemos propiamente un régimen de seguridad social, tenemos solo un sistema contributivo 

de ahorro forzoso y un aún incipiente pilar solidario. Los principios de la seguridad social no exis-

ten, no están presentes en la salud ni en el sistema de pensiones y, además, está totalmente 

omitido un fenómeno crucial en la estrategia de desarrollo de las sociedades, que son las políticas 

de cuidado. Esto no solo atañe a quien ejerce el cuidado, sino también a quienes son cuidados, por 

ello, al hablar de protección social de derechos lo hacemos reconociendo a los distintos sujetos a 

lo largo del ciclo de vida. 

Debiera ser parte sustantiva en la nueva Constitución el reconocimiento del cuidado como 
un derecho a ser garantizado, lo cual, por un lado, aborda uno de los fenómenos de desigual-
dad más fuertes que afecta a las mujeres, quienes en su mayoría son las que realizan tareas 
domésticas de cuidados, y por otro lado, a los niños, personas con discapacidad y adultos 
mayores que deben tener el derecho a ser cuidados. Esto, de la mano con una concepción de los 

derechos del trabajo que sea independiente a si este es remunerado o no remunerado. Aquí hay un 

punto esencial que también atañe principalmente a las mujeres, que es el reconocimiento del trabajo 

invisible y gratuito de cuidado y doméstico que realizan.

Son dos dimensiones que no podrían estar omitidas, y agrego una tercera que, sabiendo que es 

polémica, estimo de la mayor urgencia abordar. Muchas Constituciones establecen condi

ciones mínimas sociales a ser garantizadas, incluyendo un ingreso básico a ser asegurado. 

Si no hay una concepción sistémica, lo que podríamos 
llamar un sistema de protección social relevado en la 
Constitución, que recorra el ciclo de vida y que, por lo 
tanto, aborde la integralidad de los derechos y su 
interdependencia, la garantía puede no ser efectiva.
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Dadas las transformaciones económicas y productivas a nivel global, los cambios estructura-

les en las formas de trabajar, de producir, de los empleos, la irrupción de la inteligencia artifi-

cial, los cambios tecnológicos, la robotización, el aumento de la desigualdad, por mencionar 

fenómenos globales que están fuertemente presentes en Chile, el debate de la renta básica 
universal se está abriendo terreno y creo que no puede estar ausente en el debate 
constitucional como una respuesta de protección de los ingresos de los hogares y 
como parte integral de los derechos sociales.

Enrique Navarro Beltrán 
Profesor de Derecho Constitucional  
de la Universidad de Chile.  
Ministro del Tribunal Constitucional entre los años 2006 y 2012

Protección constitucional de los derechos sociales

Primeros textos constitucionales

Los primeros textos constitucionales chilenos del siglo XIX no contienen mayores disposiciones refe-

ridas a derechos de contenido social y económico, sino más bien a las libertades públicas, aunque 

ocasionalmente se hace referencia a la educación pública. 

En general, el énfasis se pone en las libertades más que en los derechos. Así, es frecuente la alusión 

a la libertad de enseñanza, mientras que en materia laboral se reconoce en general la libertad de 

trabajo, sujeta a ciertas restricciones.

Constitución de 1925

La Constitución de 1925 establece que la educación pública es una atención preferente del Estado. En 

materia laboral se protege el trabajo y las obras de previsión social. A su vez, se impone al Estado el 

deber de velar por la salud pública. 
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Con las reformas de 1971 se profundiza el Estado social de derecho al otorgarse al Estado un papel 

fundamental en materia educacional, además de regularse por primera vez el derecho a la seguridad 

social y la justicia de la remuneración laboral. La función social de la propiedad, inicialmente recono-

cida en el texto, se profundiza con las reformas de 1963, 1967 y 1971. 

Constitución de 1980

El actual texto constitucional refuerza la servicialidad del Estado y su finalidad de promover el bien co-

mún. Asegura nuevos derechos, como el derecho a vivir en un medioambiente libre de contaminación y 

resalta el papel fundamental del Estado en relación con las diversas acciones vinculadas a la salud 

(preventivas y rehabilitadoras), a la promoción del derecho a la educación en sus diversos niveles y al 

acceso a las prestaciones básicas uniformes en materia de seguridad social.

Recurso de protección

El artículo 20 de la Constitución Política permite que cualquier afectado por un acto u omisión ilegal o 

arbitraria recurra de protección a las Cortes de Apelaciones en caso de que sean amenazados, pertur-

bados o privados sus derechos fundamentales. 

Entre estos últimos no se encuentran tutelados con la acción de protección los derechos de conte-

nido social, de modo que frente a situaciones abusivas de particulares o de la autoridad la Corte 

Suprema ha dado amparo a través de otros derechos, como el derecho de propiedad y la igualdad 

ante la ley. En algunos casos, incluso, se ha invocado expresamente la protección de la vida de las 

personas.

Tribunal Constitucional

El Tribunal Constitucional ha tenido la oportunidad de efectuar diversos pronunciamientos en relación 

con los derechos de contenido social y económico, particularmente a través de la acción de inaplica-

bilidad. 

Así, ha señalado que infringe la Carta Fundamental la disposición legal que autoriza modificaciones en 

los planes de salud en atención a factores vinculados a la edad o sexo del cotizante, declarándose in-

cluso recientemente la inconstitucionalidad de la normativa. 
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Por su lado, en el ámbito de la seguridad social no ha estimado como contrarias a la Constitución el 

decretar órdenes de arresto en contra de empleadores que no han enterado cotizaciones previsionales 

que son de propiedad de sus trabajadores. 

También se ha resaltado el acceso de los ciudadanos a las playas, como bienes nacionales de uso público. 

Del mismo modo, se ha considerado recientemente como vulneratorio de la libertad de trabajo una dispo-

sición legal que deja al arbitrio del empleador los tiempos de espera de los conductores de autobuses. 

En el ámbito educacional ha reconocido como legítima la finalidad perseguida por el legislador de 

mejorar la calidad de la educación, lo que además es una exigencia para el Estado. Finalmente se ha 

precisado que los verdaderos titulares del derecho a la educación son los alumnos. 

Derechos tutelados

En diversos textos y proyectos de reforma constitucional se ha efectuado un análisis crítico de la pro-

tección constitucional de los derechos sociales. 

En general, se trata de disposiciones programáticas que imponen un mandato a ser desarrolladas por 

el legislador y en las que debe tener un papel preponderante el Estado. 

Pero, además, se da la circunstancia de que no se encuentran directamente amparadas a través del 

recurso de protección. En todo caso, ello no es tan distinto de lo que sucede en las jurisdicciones de 

derechos humanos en América y Europa.

De cualquier manera, parece existir consenso en cuanto a la necesidad de que el nuevo texto cons-
titucional, junto con asegurar los derechos, establezca mecanismos efectivos de tutela judicial. 

Las últimas Constituciones dictadas en América del Sur 
(Colombia, Venezuela, Bolivia o Ecuador) reconocen 
ampliamente los derechos sociales y les conceden 
mecanismos de exigencia directa a través  
de los Tribunales de Justicia.
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Nuevos derechos

Los derechos sociales por primera vez adquieren categoría y reconocimiento constitucional con las 

Constituciones de México (1917) y Weimer (1919).

Las Constituciones más clásicas europeas, en general, suelen tener escasas disposiciones referidas a 

los derechos sociales, e incluso en algunas estos no se encuentran tutelados con la acción de amparo 

constitucional.

Sin embargo, las últimas Constituciones dictadas en América del Sur (Colombia, Venezuela, Bolivia o 

Ecuador) reconocen ampliamente los derechos sociales y les conceden mecanismos de exigencia di-

recta a través de los Tribunales de Justicia. Especialmente relevante ha sido la jurisprudencia emana-

da de la Corte Constitucional de Colombia.

Finalmente, parece necesario que el nuevo texto constitucional, junto con dar protección a dichos de-

rechos (educación, salud o previsión social), incorpore nuevos derechos, como es el caso del derecho 

a la vivienda.

La reciente jurisprudencia de la Corte Suprema también ha aludido a derechos especialmente consa-

grados en las declaraciones americanas de derechos, como es el caso del derecho al agua. 

Gøsta Esping-Andersen 
Profesor emérito en la Universidad de Barcelona Pompeu Fabra (España)  
y miembro del Comité Científico del Instituto Juan Marc  
y del Instituto de Ciencias Sociales IMDEA (Madrid).  
Profesor en la Universidad Bocconi de Milán, Italia

Los tres diferentes modelos sociales.  
Su evolución y los desafíos contemporáneos

Es posible distinguir tres enfoques políticos principales en relación con los riesgos sociales de los 

ciudadanos.
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En primer lugar, el enfoque más antiguo y también el que más amplia adaptación ha tenido es el mo-

delo de la seguridad social, inaugurado con las reformas trascendentales de Bismarck hace más de un 

siglo. El modelo está basado en la relación laboral, con derechos condicionados a la participación en 

el sistema laboral. Las primas generalmente se comparten entre empleador y empleado. El modelo 

de seguridad social llegó a dominar el desarrollo del estado del bienestar en toda Europa continental 

y más allá de sus fronteras. Dado que los derechos están condicionados a las primas de contratación, 

se trata de un enfoque que implícitamente asume una carrera laboral para toda la vida. Este es espe-

cialmente el caso del derecho a la jubilación. Tradicionalmente, la seguridad social se relacionaba con 

principios corporativistas, distinguiéndose por categoría de empleo. Así, recogía por una parte los dife-

rentes tipos de riesgos sociales (p. ej., los riesgos particulares a los que se enfrentan los mineros); y, 

por otra parte, las diferencias de estatus social (p. ej., obreros versus empleados de oficina o emplea-

dos públicos). Por esta razón, a menudo se considera al modelo del estado del bienestar un régimen 

corporativista. Una limitación obvia de este modelo es la suposición de una carrera estable para toda 

la vida, en la que el bienestar de toda la familia depende de la situación laboral continua del sostén 

familiar (hombre). Retomaremos estos temas más adelante. 

El segundo modelo dominante, a menudo denominado régimen universalista (o socialdemócrata), his-

tóricamente está basado en el principio de prestaciones uniformes idénticas financiadas por el Gobier-

no para todos los ciudadanos, independientemente de su situación laboral. Este enfoque está estre-

chamente relacionado con los estados del bienestar escandinavos. Su origen se remonta a los 

comienzos del dominio político de la socialdemocracia en la década de 1930. A pesar de que los países 

escandinavos originalmente se inclinaban hacia el modelo de la seguridad social, los socialdemócra-

tas necesitaban construir una coalición con las clases rurales (que podrían acceder a la seguridad 

social) y, por ello, optaron por un enfoque universalista (el cual se identificó como modelo popular o 

people home model, y la jubilación universal como pensión popular). Las políticas sociales se financia-

ron de manera acorde a través de impuestos generales en lugar de contribuciones sociales. La gran 

ventaja de este régimen se basa precisamente en su cobertura universal: todos los ciudadanos disfru-

taban de derechos idénticos independientemente de su género, situación laboral, carreras profesiona-

les o ingresos. Promovía un estado del bienestar construido a partir de (y que a su vez inculca) la 

premisa de la solidaridad y la inclusión social. Una carencia importante del modelo único y universa-

lista consiste en los niveles de beneficios comparativamente modestos que debe brindar. Mientras 

que, por ejemplo, la pensión popular puede haber parecido adecuada para un obrero, es poco proba-

ble que satisfaga a los estratos sociales de mayor estatus (e ingresos). Como antes, retomaremos 

estos temas más adelante.
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Finalmente, el tercer enfoque, basado en la asistencia social, era esencialmente minimalista desde 

el punto de vista de los compromisos de las políticas sociales públicas. El modelo de asistencia 

social llegó a dominar las políticas de bienestar de los países anglosajones liberales, de ahí la eti-

queta de “régimen de asistencia social liberal” (liberal en el sentido de mínima intervención guber-

namental). El modelo se basa en el supuesto dominante de que la mayoría de los riesgos —ya sea 

que estén relacionados con la salud, el desempleo, la discapacidad o la tercera edad— que pueden 

afectar a la vida de la mayoría de los ciudadanos se pueden asegurar de manera adecuada en el 

mercado: las personas y las familias simplemente pueden comprar la cantidad de protección social 

que consideren necesaria o conveniente. En este contexto, el papel del Gobierno es el de último 

recurso: los programas de asistencia social están diseñados para abordar las necesidades de los 

ciudadanos que no pueden pagar su propia asistencia. Y como los beneficios sociales están destina-

dos a los estratos más pobres, las políticas de asistencia social generalmente no reciben un amplio 

apoyo electoral. Y esto, a su vez, significa que siguen siendo comparativamente modestas en cuanto 

a alcance y generosidad. De hecho, el estigma social relacionado con la “dependencia de la asisten-

cia social” limita la cobertura significativamente. Y esto implica un porcentaje de los ingresos posi-

blemente significativo para las familias pobres que, a su vez, tendrá efectos indirectos negativos en 

las oportunidades de vida de los niños.

La debilidad obvia del modelo de asistencia social es que sus supuestos subyacentes son poco realis-

tas: si una gran proporción de la población trabaja por salarios bajos, se enfrenta a altos riesgos de 

desempleo o enfermedades durante el curso de su vida. Estos ciudadanos son por definición incapaces 

de pagarse su propio seguro, y el modelo ignora el impacto de los ciclos económicos de la población 

e, incluso peor, de una crisis económica profunda y prolongada como la Gran Depresión de la década 

de 1930. Así, como lo ejemplifica el caso de EE. UU., la presidencia de Roosevelt introdujo el seguro de 

jubilación y, en la década de 1960, introdujo la atención médica (limitada) —Medicare y Medicaid— para 

las personas mayores y la población de bajos ingresos. Gran Bretaña, en cambio, optó por un sistema 

de atención médica universal (bastante similar al de los países escandinavos). 

Tal como se señaló, los tres modelos de protección social presentan deficiencias inherentes. Estas se 

han hecho evidentes principalmente debido a dos cambios sociales decisivos asociados con el desa-

rrollo económico: 1) la estructura variable de la fuerza laboral, con el dominio creciente concomitante 

de los estratos técnicos, profesionales y ejecutivos, y la caída de la clase trabajadora rural y urbana; y 

2) la revolución del papel de la mujer y, especialmente, su creciente protagonismo en el mundo labo-

ral, con carreras de largo alcance. 
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Desde las décadas de 1970 y 1990 en adelante, vemos dos oleadas de principales reformas en res-

puesta a estos cambios sociales: una que enfatiza la adaptación de esquemas de mantenimiento de 

ingresos ante la nueva estructura de empleo; y otra que enfatiza la conciliación laboral y familiar con 

los permisos parentales y los servicios sociales, en particular, el cuidado de los menores.

El modelo nórdico universalista basado en prestaciones uniformes se vio modificado, desde la década 

de 1960 en adelante, por la introducción de esquemas de seguridad social (principalmente para pen-

siones por jubilación) que garantizarían beneficios relacionados con ingresos laborales previos. Los 

países escandinavos ahora tienen pensiones de la seguridad social completamente desarrolladas, 

además de la pensión popular universal. En consecuencia, introdujeron un grado de convergencia con 

el enfoque europeo continental mientras se prolonga de manera simultánea su adhesión al modelo 

“popular” universalista.

Y los países escandinavos se presentan como pioneros y líderes mundiales en la adaptación del esta-

do del bienestar a los nuevos roles de las mujeres. Con una aceleración desde la década de 1980 en 

adelante, y encabezados por Dinamarca y Suecia, los sucesivos Gobiernos (ya sean socialdemócratas 

o no) priorizaron la creación del acceso universal al cuidado de menores para niños de entre 6 meses 

y 6 años (incluido). Como la vanguardia de la revolución femenina se concentró en los estratos semi-

profesionales y profesionales de educación superior, los Gobiernos enfatizaron estándares de calidad 

muy elevados de forma generalizada en términos de formación del personal y de proporción entre 

pedagogos y niños. Para garantizar el acceso económico a todas las familias, el Gobierno financia la 

mayor parte de los gastos (dos tercios en Dinamarca, aproximadamente 80-90% en Suecia). Las fami-

lias de bajos recursos no deben abonar los copagos parentales en Dinamarca. 

Estas políticas han garantizado que todas las mujeres puedan seguir carreras profesionales de tiempo 

completo de manera continua, mientras se sienten seguras de que sus hijos reciben cuidados de cali-

dad. Y, efectivamente, este es ahora el caso para la gran mayoría de las mujeres escandinavas. Los 

programas de cuidado infantil para las edades de 0 a 6 años son costosos, ya que corresponden apro-

ximadamente al 2% del PIB, pero se compensan en un triple sentido: 1) como las mujeres pueden se-

guir trabajando sin interrupción, sus ingresos laborales serán mucho más altos, lo cual implica que 

aportarán mayores ingresos fiscales4; 2) como los programas preescolares ofrecen estándares 

4.  Se han calculado los ingresos de toda la vida de una mujer, y el impuesto al valor agregado que ella abona 
compensa el coste inicial de la prestación del servicio de cuidado infantil. Es posible consultar mi publicación 
Families in the 21st Century (2016).
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pedagógicos de calidad, el beneficio marginal para los niños de familias menos privilegiadas es muy 

elevado en términos de garantizar mayor igualdad en la preparación escolar posterior (la investigación 

sugiere que los niños que participan en dichos programas estarán un año adelantados en la escuela en 

comparación con aquellos que no participaron); y 3) dichos programas preescolares son muy efectivos 

a la hora de promover la igualdad de género. 

La mayoría de los países de Europa continental respondieron lentamente a los nuevos retos. Sus es-

quemas de seguridad social garantizaron la adecuación en el reemplazo de ingresos en relación con la 

estructura de empleo variable. Durante las décadas de la posguerra, sin embargo, vimos una tenden-

cia clara de integrar los esquemas de seguridad corporativistas específicos de cada profesión bajo un 

denominador común. Merece la pena mencionar el INPS (Instituto Nacional de Seguridad Social), en 

Italia, como ejemplo. 

Pero, dejando de lado a Francia y Bélgica, Europa continental se tomó mucho tiempo para abordar el 

nuevo papel de la mujer. De hecho, las estructuras del estado del bienestar en realidad dificultaron la 

carrera profesional de las mujeres. Los esquemas de permisos por maternidad ofrecían periodos muy 

largos de ayuda con los ingresos, y así incentivaban a las mujeres a quedarse en el hogar. Los sistemas 

tributarios también tendían a penalizar a las parejas con dos ingresos. Y la falta de cobertura para 

cuidado infantil también ha sido un gran impedimento para el empleo femenino. Esto se ve claramen-

te en los ejemplos de Alemania (y Holanda), en los que este modelo ayudó a prolongar el papel de ama 

de casa tradicional y, a lo sumo, brindó incentivos para que las madres optaran por trabajos de media 

jornada, es decir, con un pie en el viejo modelo de ama de casa y el otro en el mercado laboral. Y mien-

tras la revolución de los roles de las mujeres permanezca firme en dichos lineamientos, no habrá un 

impulso determinante que apunte a la igualdad de género. Debemos tener en cuenta que en los últi-

mos años Alemania ha iniciado un gran esfuerzo por imitar el enfoque nórdico sobre la cobertura 

universal de cuidado infantil. 

¿Y qué pasa con el régimen de asistencia social? En los países más “liberales” la adhesión al dogma 

clásico del mercado liberal comenzó a decaer durante la Gran Depresión de la década de 1930, como 

se indicó anteriormente. Su legitimidad también fue cuestionada durante la Segunda Guerra Mundial 

(p. ej., el Plan Beveridge en Reino Unido). Presenciamos una relajación gradual del dogma “los merca-

dos son perfectos” en las décadas de la posguerra. En Australia, las políticas de asistencia social muy 

limitadas se ampliaron gradualmente, apuntando a un sector más grande de la población. El redescu-

brimiento de la pobreza (de hecho, alarmantes altas tasas de pobreza, especialmente en EE. UU.) en 
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la década de 1960 y posteriores condujo, paradójicamente, a políticas contradictorias. Por un lado, en 

algunos casos (EE. UU.) los criterios de recepción de la asistencia social en realidad se endurecieron 

(durante la administración de Clinton); por otro lado, también observamos algunos intentos de lograr 

un modelo de protección social más universalista (Canadá y Reino Unido ya gozaban de atención mé-

dica universal, y los Estados Unidos fueron cambiando lentamente hasta lograr la expansión de su Ley 

de Atención Médica Asequible, conocida como “Obamacare”). 

En general, lo que se aprecia en nuestras comparaciones de regímenes es un grado no trivial de 

convergencia política. Dentro del grupo de economías avanzadas, no hay ya ningún caso que se 

aferre claramente a los principios fundantes de un pasado ya terminado. Los países escandinavos 

flexibilizaron el antiguo principio democrático social de iguales beneficios para todos; los países 

de Europa continental están moviéndose gradualmente en la dirección nórdica, si bien a veces de 

forma reticente. Esto tal vez es más evidente en la ampliación de los servicios de cuidado infantil 

y en el fomento del empleo femenino. Y los antiguos partidarios del liberalismo fundamental se 

están moviendo (si bien a veces dubitativamente) hacia los principios de derecho a la ciudadanía 

social.

Los países escandinavos flexibilizaron el antiguo 
principio democrático social de iguales beneficios 
para todos; los países de Europa continental están 
moviéndose gradualmente en la dirección nórdica, 
si bien a veces de forma reticente. Esto tal vez  
es más evidente en la ampliación de los servicios 
de cuidado infantil y en el fomento del empleo 
femenino. Y los antiguos partidarios del 
liberalismo fundamental se están moviendo 
(si bien a veces dubitativamente) hacia los 
principios de derecho a la ciudadanía social.

© Ignacio-Amenabar
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Las tres tradiciones políticas actualmente se enfrentan a una serie de nuevos y extraordinarios retos. 

Además de la actual crisis del COVID-19, los principales desafíos se reducen al grado en el 
que el estado del bienestar es sustentable dada la sostenida disminución de la población. 

Aquí, las respuestas radican en: a) el fomento de la natalidad y b) la inmigración. Debemos dejar bien 

claro que en nuestro pensamiento político, la norma de dos o más hijos sigue siendo claramente do-

minante. Si, como en Italia o España, observamos índices de natalidad de aproximadamente 1,2-1,3 

durante décadas, esto no se debe tomar como un indicador de disminución del deseo de tener hijos. Se 

trata, fundamentalmente, de un déficit de natalidad debido a las dificultades para conciliar la natali-

dad con el empleo femenino. La ampliación de la cobertura de cuidado infantil ayudará parcialmente. 

Pero está claro que, por sí sola, no es una medida política suficiente. Para comenzar, debe equilibrarse 

con políticas de permisos parentales. 

La combinación ideal es un esquema de permiso de maternidad/paternidad que (con vacaciones, etc.) 

garantice que el niño esté principalmente con los padres durante su primer año. ¿Por qué esto es im-

portante? Porque el apego con los padres es determinante para el desarrollo cognitivo posterior del 

niño. Y como nos dice la psicología del desarrollo, las capacidades cognitivas deben consolidarse du-

rante los primeros 6 a 10 años de vida del niño. Aquí reside la importancia del cuidado infantil univer-

sal de alta calidad para niños de entre 1 y 6 años. El tema de la inmigración, si lo abordáramos, reque-

riría de varias páginas. Por lo tanto, lo omitiremos. 

Según registros bien documentados, la disminución de la población asociada con el envejecimiento no 

se concretará realmente sino hasta después de mediados de siglo, al punto que la aceleración podría 

ser muy rápida en sociedades con muy baja natalidad. Y aquí estamos nuevamente ante el reto ante-

rior. El objetivo no debería ser aumentar la natalidad como un fin en sí mismo. Como ya se dijo, lo que 

realmente se ignora en los debates políticos actuales es la estabilidad histórica de los ciudadanos en 

cuanto a su deseo de tener hijos. Paradójicamente, invertir en la infancia es la mejor política 
para combatir los problemas asociados con el envejecimiento de la población. 

Conclusión: la principal prioridad de las iniciativas de política social actuales debe ser diseñar 
un estado del bienestar favorable para el niño y la familia.
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Annamaria Poggi 
Profesora titular de Derecho Constitucional  
en la Universidad de Turín, Italia

El Estado social en las Constituciones europeas.  
Mecanismos de garantía de los derechos sociales  
a la luz de la experiencia europea

El planteamiento ideal y pragmático del MSE

Anthony Giddens describe el modelo social europeo (MSE) como basado en un conjunto general de va-

lores: un amplio reparto de los riesgos en la sociedad; la contención de las desigualdades que podrían 

amenazar la solidaridad social; la protección de los más vulnerables mediante una intervención social 

activa; la promoción de la consulta en lugar de la confrontación en las relaciones laborales; y un amplio 

marco de derechos de ciudadanía económica y social para el conjunto de la población (Giddens, 2006).

Su mérito, según Luciano Gallino —en comparación con otros sistemas marcados por el liberalismo—, 

es que toda la sociedad asume la responsabilidad de producir seguridad económica y social para cada 

individuo, sea cual sea su posición social y los medios que posea, mediante la construcción de siste-

mas de protección social y teniendo en cuenta una serie de acontecimientos que pueden alterar en 

cualquier momento la vida de cada persona (Gallino, 2021). 

Un modelo, hay que decirlo, tanto ideal como muy pragmático, en el que se mezclan elementos del 

liberalismo y de la democracia pluralista. Basta con recordar cómo el Plan Beveridge (basado en una 

mejor distribución de la renta y en incentivos al empleo), considerado el antecesor del MSE, nació no 

solo porque Churchill y Beveridge tenían intenciones humanitarias, sino también para contrastar el 

avance del comunismo ruso. El Estado social, en definitiva, también puede responder a elementos de 

“conveniencia” política.

Sin embargo, lo más importante en la práctica es que se debe evitar la desigualdad excesiva porque 

impide que el vínculo político se consolide. Desde el punto de vista económico, además, la 
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acumulación en pocas manos de grandes patrimonios se convierte en un obstáculo para la 
movilidad social, de la que depende el crecimiento global de los sistemas sociales y econó-
micos. Como afirmó Ferdinand Tönnies, en una comunidad, las desigualdades “no pueden extenderse 

más allá de un cierto límite, porque más allá de ese límite se suprime la esencia de la comunidad 

como unidad de los diferentes” (Tönnies, 1979). 

Por tanto, la opción constitucional debe estar a favor de una alianza y no de una alternancia entre el 

mercado y el Estado social; en estrategias políticas de largo alcance; en un despertar de la conciencia 

social de los ciudadanos; y en el control político y jurisdiccional. 

Los fundamentos del Estado social en las Constituciones europeas

Aunque con fórmulas diferentes y de distinta intensidad, podríamos decir que de las Constituciones 

europeas posteriores a la Segunda Guerra Mundial surge una estrecha relación entre la democracia, 

la forma de Estado y los derechos fundamentales. 

El Estado social, de hecho, también puede desarrollarse en Estados autoritarios (como el fascismo en 

Italia), pero en estos casos es el poder el que decide desde arriba lo que el pueblo necesita, es decir, no 

hay democracia, no hay un proyecto de desarrollo de la libertad de las personas. Solo la democracia 

lo garantiza. Solo la democracia garantiza que los derechos sociales se conviertan en una fuerza mo-

triz para el desarrollo de la libertad de las personas. Una libertad que es la liberación de las cadenas 

de la desigualdad (Amartya Sen). 

El mérito del Modelo Social Europeo, —en comparación con 
otros sistemas marcados por el liberalismo—, es que toda  
la sociedad asume la responsabilidad de producir seguridad 
económica y social para cada individuo, sea cual sea su 
posición social y los medios que posea, mediante la 
construcción de sistemas de protección social y teniendo  
en cuenta una serie de acontecimientos que pueden alterar en 
cualquier momento la vida de cada persona (Gallino, 2021). 
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En las Constituciones, esto debe convertirse en el objeto de un pacto social: el Estado reconoce (y se 

obliga a realizar) el valor de la dignidad de la persona y la igualdad entre sus ciudadanos, y estos deben 

demostrar su lealtad a este proyecto, que prevé la adquisición de derechos y la restitución de deberes 

en solidaridad. 

Los temas centrales 

a. El estatus constitucional de la fórmula del Estado social 

¿Deben las Constituciones contener la referencia a la fórmula del Estado social? ¿O deberían enume-

rar específicamente los diversos y variados derechos sociales?

En cuanto a la primera opción, el caso de referencia es el alemán: los artículos 20 y 28 describen a 

la República Federal de Alemania como un Estado democrático y social. Con la reforma constitucio-

nal de 1992, relativa a la integración comunitaria, se introdujo otra cláusula social, en el apartado 1 

del artículo 23. Todos los actos de las autoridades públicas deben respetar el principio del Estado 

social. Aunque los derechos sociales no se mencionan, siguen estando cubiertos por la cláusula del 

Estado social. Desventaja: no hay derechos específicos; ventaja: extrema adaptabilidad a las dife-

rentes necesidades. En cualquier caso, los tribunales alemanes equilibran esta fórmula con “la re-

serva de lo posible” (la sostenibilidad económica). 

La otra opción, a falta de una cláusula específica, establece los derechos sociales de dos mane-

ras diferentes. La primera (por ejemplo, los países escandinavos, el Benelux) consiste en la 

enunciación de los derechos sociales clásicos con referencia al legislador y la jurisprudencia 

para crear otras situaciones de derecho. En la segunda (las Constituciones de la llamada tercera 

ola, entre las que se encuentra la de Portugal), la atención del legislador constitucional se dirige 

a una especificación muy analítica de los derechos relativos a las distintas fases de la vida hu-

mana (derechos de los niños, de los adolescentes, de los jóvenes, de los ancianos, etc.), así como 

de los derechos derivados de condiciones particulares de desventaja (discapacidad, embarazo, 

etc.). 

Entre los países del este, muchos han adoptado la idea de la “cláusula alemana”: Polonia introdujo en 

1997 la cláusula de justicia social que el legislador debe cumplir continuamente; la Constitución de 

Eslovenia de 1991 contiene la cláusula de bienestar social.
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Nota bene: no es posible imaginar que una Constitución que quiera perdurar en el tiempo pueda con-

tener la enunciación de todos los derechos tutelables, y en todo caso las enunciaciones demasiado 

detalladas se prestan fácilmente a la impracticabilidad de su aplicación. Es inevitable un cierto grado 

de discrecionalidad por parte del legislador y la jurisprudencia. Sin duda, es aconsejable contar con 

una fórmula de protección general, al estilo de Alemania, o basada en el principio de igualdad (“Todos 

los ciudadanos tienen la misma dignidad social”). 

b. El estatus constitucional de los derechos sociales individuales

¿Deben las Constituciones enumerar todos los derechos sociales? Además de enumerarlos, ¿deben 

definir con precisión su contenido? ¿O deben contener una referencia al contenido mínimo esencial, 

dejando luego al legislador y a los tribunales la tarea de completar esas definiciones? 

Bélgica (1994) solo enumera algunos, pero ha desarrollado mucho el Estado social. Dinamarca solo 

enumera dos (empleo y educación), pero el legislador ordinario ha creado una densa red de derechos 

sociales. Del mismo modo, Austria no enumera los derechos sociales, pero tiene una de las legislacio-

nes sociales más eficaces de la UE. En Francia, asimismo, la Constitución es limitada en definiciones 

y enumeraciones y remite al legislador ordinario. La Constitución neerlandesa (revisada en 1983) exi-

ge al Estado que fomente el empleo y garantice la redistribución. 

En cambio, Grecia (1975, modificada en 1986) tiene una enumeración muy larga, pero el legislador no 

la ha aplicado y el Estado no tiene obligaciones específicas al respecto. También Italia tiene una larga 

enumeración, pero deja la aplicación al Poder Legislativo, con la consecuencia de que los derechos 

sociales no siempre se hacen efectivos. Por ello, el Tribunal Constitucional desempeñó un papel im-

portante, pero los extendió sin tener en cuenta las necesidades presupuestarias, generando un au-

mento muy importante de la deuda pública. 

c. El estatus constitucional de los deberes

La conexión entre welfare y ciudadanía no se deriva, como sugiere la tesis clásica de Thomas H. Mar-

shall, únicamente de la ampliación de los derechos, sino de una integración de derechos y deberes. 

Marshall planteó desde el punto de vista sociológico lo que hace que un ciudadano sea un buen ciuda-

dano e imaginó, por tanto, un camino de expansión desde la esfera civil a la política y finalmente a la 

social (Marshall, 1950). Sin embargo, cuando pasamos del discurso sociológico al “normativo”, el 
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asunto cambia, y en el sentido “normativo” de la noción de ciudadanía existen dos elementos funda-

mentales universalmente reconocidos a los que referirse: “hay una dimensión vertical que vincula al 

individuo con el Estado a través de una relación de sujeción [...] y otra horizontal que hace del ciudada-

no un miembro de una comunidad política” (Grosso, 1992). En la noción de ciudadanía, por tanto, hay 

derechos y deberes. ¿Por qué los deberes? Porque son una expresión de solidaridad e instrumentos de 

“integración” social. La solidaridad es la relación profunda que une a las personas sobre una base 

distinta del mero utilitarismo; se refiere a los vínculos que mantienen unidas a las personas, a los 

compromisos que contraen entre sí y con el Estado. 

Este planteamiento de carácter general tiene un profundo efecto en la forma de entender los particu-

lares derechos. Por ejemplo, las prestaciones pasivas en caso de desempleo se han definido casi en su 

totalidad como derechos, y han demostrado ser disfuncionales sobre todo por esta razón: al no pedir 

nada a cambio a quienes, por ejemplo, tienen derecho a la renta mínima de ciudadanía, se pierde el 

vínculo con la solidaridad respecto a la comunidad. 

Las políticas activas del mercado laboral introducidas dejan claro que los desempleados no discapa-

citados y los beneficiarios de subsidios públicos están obligados a buscar trabajo, y también prevén 

sanciones para garantizar el cumplimiento de estas políticas.

En las Constituciones conviene centrarse también en un catálogo de deberes:

	◗ Deber de solidaridad.

	◗ Deber tributario.

	◗ Deber de educación.

	◗ Deber contributivo (aunque sea poco, todo el mundo tiene que dar algo, a cambio de lo que recibe 

en prestaciones sociales, excepto quienes están por debajo del umbral de pobreza).

d. La tarea del Estado

La fórmula del Estado social implica tres formidables tareas para el Estado: universalidad, 
redistribución y sostenibilidad.
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	◗ Universalidad: exige la fórmula constitucional de la igualdad. 

	◗ Redistribución: exige la fórmula constitucional de la fiscalidad progresiva (de hecho, muy progre-

siva) para implementar la igualdad y, por tanto, la universalidad.

	◗ Sostenibilidad: exige un fuerte compromiso estatal con el empleo y el desarrollo de políticas 

sociales activas (educación, empleo juvenil). 

Según Hemerijck, estos modelos se han hibridado en gran medida (Gran Bretaña, por ejemplo, ha au-

mentado el nivel de impuestos), y los modelos de welfare state que mejor se han adaptado a los cam-

bios son los que han creado sistemas híbridos. 

En general, es preferible que el Estado se implique más en garantizar un alto nivel de em-
pleo, con un salario decente (por encima del mínimo): cuanto mayor sea el porcentaje de 
personas empleadas, mayores serán los recursos financieros disponibles —en igualdad 
de condiciones— para la inversión y la protección social. 

e. La descentralización del gasto social como “control” de las comunidades locales  
sobre el Estado

La descentralización y el reparto del poder deben estar consagrados en la Constitución.

La descentralización es democracia y participación. Es “reparto” político de las decisiones del Estado 

central, y es un “límite” al poder del Estado.

La descentralización de los servicios necesarios para los derechos sociales hacia las comunida-

des locales promueve una mejor prestación de servicios; su cercanía real a las necesidades de 

las personas; y permite a las comunidades locales elegir lo que prefieren y “cómo” adaptar el 

servicio a sus necesidades (una comunidad urbana tiene necesidades diferentes a las de una 

comunidad rural y una comunidad con muchas mujeres y jóvenes debe preferir unos servicios a 

otros). 

La mejor fórmula es la de Alemania: legislación a los órganos centrales para principios comunes 

y gestión administrativa totalmente descentralizada a las comunidades locales. 
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No se deben solapar las competencias de las autoridades, sino que hay que separarlas y hacerlo 

de forma racional. El Estado (los Parlamentos en este caso) es el órgano más facultado para es-

tablecer principios destinados a equiparar las condiciones de vida de los ciudadanos en todo el 

territorio, establecer niveles de prestaciones iguales (y adecuadas) y garantizar que el lugar de 

nacimiento de los ciudadanos no afecte negativamente al disfrute de los derechos. 

En cambio, las comunidades locales, por su tamaño y cercanía a los ciudadanos, están 
mejor legitimadas para gestionar las prestaciones, que pueden llevar a cabo de forma 
más eficiente, rápida y adecuada a las necesidades de la población —porque la cono-
cen mejor y pueden interpretar mejor sus necesidades—. Naturalmente, este reparto de 

responsabilidades debe ir acompañado de la correspondiente asignación de recursos financie-

ros: si las finanzas siguen siendo derivadas, es esencial que el Estado transfiera realmente los 

recursos para garantizar la eficacia de los servicios. Si, por el contrario, se descentralizan  

los impuestos, hay que tener mucho cuidado de que el gasto público no se dispare y de que los 

impuestos se utilicen para prestar servicios y no para organizar estructuras públicas. De hecho, 

las comunidades locales pueden tener un interés (electoral) en aumentar incluso de forma 

desproporcionada los beneficios, o en crear estructuras administrativas con el único fin del in-

tercambio electoral.

La descentralización de los servicios necesarios  
para los derechos sociales hacia las comunidades 
locales promueve una mejor prestación de servicios;  
su cercanía real a las necesidades de las personas;  
y permite a las comunidades locales elegir lo que 
prefieren y “cómo” adaptar el servicio a sus necesidades 
(una comunidad urbana tiene necesidades diferentes  
a las de una comunidad rural y una comunidad con 
muchas mujeres y jóvenes debe preferir unos servicios  
a otros).
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f. La relación público-privado 

Esta relación puede ser una buena herramienta para garantizar la operatividad de los sujetos privados 

que quieran operar en el ámbito social: cooperativas sociales de sujetos que ofrezcan servicios (asis-

tencia a la tercera edad, a los menores, etc.) en las condiciones en las que la Administración pública 

los ofrecería, dotándoles de recursos para ello. 

El marco constitucional óptimo debería prever una coexistencia casi fisiológica de los poderes públi-

cos y de los sujetos privados, únicos o asociados, dentro de un mismo sector de administración de los 

intereses generales, e incluso en algunos sectores sugerir una posible fungibilidad de las intervencio-

nes públicas y privadas, en determinadas condiciones y en los mismos ámbitos.

El principio debería aplicarse al desempeño de funciones públicas: educación, sanidad y asistencia, por 

ejemplo. 

La existencia de escuelas no estatales tendría que garantizarse, pero al mismo tiempo se deberían 

respetar ciertos vínculos impuestos por el Estado (programas adecuados, personal competente, exá-

menes finales validados por el Estado). Las entidades privadas también deberían poder realizar activi-

dades en el ámbito de la salud y la asistencia, pero respetando las normas establecidas por el Estado: 

personal adecuado, instalaciones adecuadas, tarifas equivalentes a las estatales. 

Distinta sería la garantía de la libertad de iniciativa económica privada: los particulares deben poder 

realizar actividades económicas para obtener beneficios. Pero las Constituciones deben impedir que 

esto ocurra en el ámbito de los derechos sociales, donde la libertad de mercado no puede aplicarse. 

Libertad de mercado significa que los sujetos privados no tienen vínculos en el ejercicio de su acti-

vidad; la libertad de iniciativa económica privada significa que los sujetos privados también están 

sujetos, en su actividad, a los vínculos que el Estado pone para evitar que el mercado se imponga en 

los sectores sociales. 

g. El papel de los Tribunales Constitucionales

En muchos países de la UE, los Tribunales Constitucionales han demostrado ser esenciales para pro-

teger, y han de serlo, ya que obligan a los legisladores y al Gobierno a respetar la Constitución. 
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Pero no pueden dominar plenamente la dinámica entre afirmación de los derechos sociales —integra-

ción política— y problemas presupuestarios.

Según Massimo Luciani, es necesario utilizar la jurisprudencia constitucional para un control más 

estricto del respeto de los derechos sociales por parte del legislador. Las decisiones sobre la 

distribución de los recursos son decisiones políticas y deben seguir siéndolo, pero los tribunales 

pueden controlarlas y someterlas a un juicio crítico cuando conduzcan a la violación de los dere-

chos humanos. 

Por lo tanto, si el tribunal determina la violación de un derecho social que compete al legislador, se le 

debería permitir pronunciar y dirigir al legislador mismo una advertencia —digamos— cualificada, exi-

giéndole que halle los recursos necesarios en el ejercicio financiero siguiente o en un determinado 

número de ejercicios financieros siguientes.
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CONCLUSIONES DE LA SESIÓN

Fernando Rey Martínez 
Catedrático de Derecho Constitucional  
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Clarissa Hardy, profesora de Sociología de la Universidad de Chile, comenzó su ponencia valorando el 

proceso constituyente chileno como el hito político más importante desde los setenta por la oportuni-

dad de convertirse en bálsamo para “la herida autobiográfica de la construcción de la sociedad chile-

na”, creando un modelo “inclusivo” frente al de desigualdad tradicional. En general y, de modo particu-

lar, por lo que concierne a la exclusión vigente de los pueblos originarios. El origen del proceso 

constituyente es el estallido social del otoño de 2019, que explotó las tensiones de décadas, y que, en 

este periodo de pandemia, se ha visto necesariamente congelado, pero, a la vez, se le ha puesto “una 

lupa de aumento”. El proceso ha generado una enorme expectativa tanto internacional como, sobre 

todo, ciudadana, que no puede defraudar. 

La profesora Hardy distingue entre el modelo europeo de reconocimiento de derechos sociales, escue-

to o mínimo, y el latinoamericano, de extensas declaraciones. Ahora bien, en Europa los modelos de 

bienestar social precedieron a la aprobación de sus Constituciones, lo que no ocurre en América. En 

Chile hay numerosas “llagas de estructuras de desigualdad” en la construcción del Estado y ha prima-

do el modelo cultural individualista de corte neoliberal. Actualmente en Chile no hay un reconocimien-

to de los derechos sociales como tal, sino de la garantía de la elección privada de tales derechos: se 

remiten los derechos sociales al mercado, no al Estado. No hay pacto social subyacente en favor de 

los derechos sociales que supla lo que la Constitución no diga. Y, por eso, en Chile, es imposible una 

“Constitución de mínimos” en este punto. Los derechos fundamentales, también los sociales, deben 

reconocerse con amplitud. Hay que explicitar constitucionalmente el “bien común”.

En América Latina el modelo dominante actual es el del reconocimiento constitucional exhaustivo 

de derechos. Pero estos derechos luego no se aplican del todo en la realidad. El reconocimiento consti-

tucional puede convertirse en mero enunciado retórico. ¿Cómo evitar eso en Chile? La clave es, 

según la ponente, conectar el reconocimiento de los derechos constitucionales con el entramado 
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constitucional, la forma de gobierno, la “sala de máquinas” de las políticas públicas. Esto es, convertir 

esa arquitectura institucional, que hasta el momento es un muro que impide la aplicación real de los 

derechos sociales, en su mejor aliada. Y, en este contexto, es fundamental, por un lado, potenciar to-

dos los instrumentos de la democracia participativa para que los derechos sociales sean una realidad 

y no una promesa incumplida; y, por otro lado, asegurar la igualdad sustantiva de los colectivos socia-

les en desventaja, empezando por la igualdad real entre mujeres y hombres. 

Enrique Navarro, profesor de Derecho Constitucional de la Universidad de Chile, en primer lugar 

repasó en su intervención la evolución histórica y el marco actual de los derechos sociales en el 

constitucionalismo chileno, tanto en el plano normativo como en el judicial.En segundo lugar, recor-

dó la falta de consenso doctrinal sobre la naturaleza jurídica de los derechos sociales, que algunos 

consideran auténticas reglas jurídicas, pero otros tan solo principios, cuando no simples declaracio-

nes programáticas. El profesor Navarro puso en duda la simple y tradicional equivalencia entre de-

rechos sociales y derechos de prestación, puesto que todos los derechos fundamentales y no solo 

los sociales cuestan importantes cantidades de dinero. Y también hizo patente el relevante papel 

del legislador en la concreción de los derechos sociales a partir de su reconocimiento en la Consti-

tución. 

Por último, el ponente sostuvo que sí existe consenso sobre la necesidad de que la nueva Constitución 

reconozca los derechos sociales, pero con dos importantes matices: 1) junto con el reconocimiento de 

los derechos, hay que incluir también los mecanismos de tutela exigibles ante los Tribunales de Jus-

ticia para que sean reales y efectivos; y 2) además del reconocimiento de los tradicionales derechos 

sociales (educación, salud, seguros sociales, etc.) hay que incluir otros nuevos, como los derechos a la 

vivienda y al agua, entre otros. 

Ana Maria Poggi, profesora de Derecho Público de la Universidad de Turín (Italia) comenzó analizando 

el modelo social europeo, que es una combinación de elementos liberales y también sociales que 

surge como intento de alternativa democrática a la Revolución rusa de 1917. Supone un equilibrio 

entre Estado y mercado: ambos colaboran, no compiten; es una alianza, no una alternativa. El Estado 

social europeo responde a un modelo ideal de justicia, pero también es un modelo pragmático porque 

se funda en el principio de que una desigualdad excesiva entre ciudadanos impide crear estabilidad 

política, social y económica, impide crear “comunidad” e impide por completo establecer un régimen 

democrático. El Estado social asume deberes de universalidad, de redistribución económica (sobre 

todo por la vía fiscal) y de sostenibilidad. Lo ideal es un sistema con un alto nivel de empleo, con 
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salarios decentes, un sistema fiscal justo y progresivo y la prestación de servicios públicos de calidad 

para todos. 

La profesora Poggi concretó esta tesis general con un enfoque jurídico del siguiente modo: 1) El Esta-

do social supone el reconocimiento de derechos en favor de los ciudadanos, pero también de respon-

sabilidad y deberes de solidaridad de los ciudadanos hacia los demás. 2) Es interesante que la Consti-

tución recoja expresamente la fórmula del Estado social, de la igualdad real y de los derechos sociales, 

tanto con una fórmula principal del tipo “Todos los ciudadanos tienen la misma dignidad social”, como 

con el reconocimiento de los derechos sociales concretos. 3) En el constitucionalismo europeo com-

parado, el reconocimiento de los derechos sociales varía de un país a otro, pero suele ser escueto. 4) 

Para la concreción real de los derechos sociales, resultan claves tanto el legislador, para desarrollar 

tales derechos, como el Tribunal Constitucional, a través de su jurisprudencia expansiva. 5) Otro factor 

clave para asegurar la efectividad de los derechos sociales es una descentralización territorial (local, 

sin ignorar la regional) que no haga disparar el gasto público. 6) Es interesante la colaboración pública-

privada en la prestación de los servicios públicos. 7) El argumento de los recursos económicos dispo-

nibles como límite de los derechos sociales debe justificarse estrictamente y no al por mayor. 

Gøsta Esping-Andersen, profesor de Sociología de las Universidades Pompeu Fabra, de Barcelona, y 

Bocconi, de Milán, presentó, en primer lugar, tres modelos de bienestar social: el europeo-continental, 

fundado en el principio contributivo (que presupone una vida laboral estable y larga); el de asistencia 

social o liberal anglosajón (sobre todo, estadounidense), que prevé la intervención social del Estado 

solo para los más necesitados y únicamente lo mínimo (lo que provoca segregación social); y el mode-

lo universalista escandinavo. 

A continuación, planteó la necesaria adaptación de tales modelos a los cambios sociales relevantes 

de nuestra época, como son la incorporación de las mujeres al mercado de trabajo, la necesidad de 

personal altamente cualificado en la nueva economía y la nueva estructura ocupacional. Y su conclu-

sión es que el modelo escandinavo es el que mejor se está adaptando, principalmente porque está 

promoviendo de verdad el empleo femenino y la educación infantil de alta calidad a partir del primer 

año de vida. Los otros dos modelos se estarían adaptando más lentamente y no bien del todo, sobre 

todo el modelo estadounidense. 

Ahora bien, se está produciendo, con carácter general, una cierta convergencia entre los modelos: el 

escandinavo se abre a la colaboración privada, el estadounidense introduce elementos de Estado 
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social y el europeo-continental tiende a imitar el modelo escandinavo. A juicio del ponente, es urgente 

crear guarderías de alta calidad pedagógica en la etapa infantil, asegurar la igualdad de género y fo-

mentar la natalidad en Europa. 

2.2. REFORMA E INNOVACIÓN DE LOS SISTEMAS  
DE BIENESTAR SOCIAL ANTE LOS RIESGOS  
Y DEMANDAS SOCIALES EN LAS SOCIEDADES  
CONTEMPORÁNEAS5

INAUGURACIÓN 

Sofía Cid 
Diputada de la Cámara de Diputadas  
y Diputados de Chile

Muy buenos días a todas y todos:

Como integrante de la Comisión Mixta Parlamentaria Congreso Nacional-Parlamento Europeo, desta-

co esta gran iniciativa de la representación de la Unión Europea en Chile. Me es muy grato iniciar esta 

segunda mesa en un tema tan apasionante como son los sistemas de bienestar social ante los riesgos 

y demandas sociales en las sociedades contemporáneas y las experiencias europeas, para incorporar 

en nuestra nueva Carta Magna aquellas prácticas que han resultado exitosas.

Quién puede dudar hoy de que los sistemas digitales han sido una herramienta indispensable para 

sortear los efectos de la pandemia. Sin ir más lejos, en nuestro Parlamento hemos incorporado el te-

letrabajo, o la telemedicina tan necesaria e indispensable, por nombrar algunas de las ventajas que 

ello reporta.

5.  Vídeo de la sesión: https://youtu.be/oOeGKdv8H5s

https://youtu.be/oOeGKdv8H5s
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Asimismo, la globalización que se ha impuesto con fuerza se ha podido llevar a cabo en gran medida 

gracias al intercambio de la tecnología y el aporte de la ciencia.

Sin lugar a duda, un factor muy importante es la inmediatez de la información, que ha permitido el 

aumento de la participación ciudadana, pero al mismo tiempo también presenta algunos desafíos 

importantes, como son la privacidad y la protección de los datos personales o la pornografía que llega 

a nuestros niños y niñas.

Estos webinarios se llevan a cabo como un aporte a lo que será nuestra nueva Carta Funda-
mental, la que regirá durante los próximos años, y por tanto debe establecer una senda que 
permita garantizar una mejor calidad de vida y otorgue mayores oportunidades en un mundo 
cambiante en el que la tecnología y la ciencia han pasado a tener un papel esencial.

Es así como las mujeres hemos debido abrirnos camino en roles que normalmente estaban asignados 

a los hombres, pero que desde hace un tiempo estamos trabajando por una mayor incorporación en las 

distintas áreas del quehacer nacional e internacional.

En este sentido, la elección de los convencionales ha impuesto un importante criterio de igualdad y de 

una representación más equitativa e igualitaria.

Especial preocupación tenemos por la familia, los hijos, las personas de la tercera edad, que duran-

te años han sido de nuestra exclusiva responsabilidad, pero que hoy por hoy estas labores se están 

distribuyendo de otra forma. Las nuevas generaciones entienden que las labores del hogar deben 

necesariamente compartirse para que, de esta manera, podamos hacer una contribución a los pre-

supuestos familiares y, a la vez, realizarnos en aquellas materias que sean de nuestro interés.

El cambio climático es un fenómeno que también nos afecta a nivel mundial, pero mayoritariamen-

te a aquellas poblaciones de menores ingresos o de una situación geográfica determinada, a la 

agricultura y, por cierto, a la productividad, lo que se ha traducido en corrientes migratorias de mag-

nitud.

Son muchos los desafíos pendientes para lograr una mejor calidad de vida, empezando por nuestros 

adultos mayores, que ya cumplieron su cometido en el campo laboral y que hoy reciben pensiones 

que no son dignas, al tiempo que nuestras poblaciones presentan un alto grado de longevidad. Es 



Ciclo de Diálogos

43

por este motivo por el que nos encontramos en medio de la discusión parlamentaria sobre una re-

forma previsional.

Es por ello que el Gobierno ha creado un sistema de apoyo financiero para las personas más despo-

seídas y de clase media, como ha sido la aprobación del proyecto de un nuevo bono destinado a la 

clase media, que mejora el ingreso familiar de emergencia y un préstamo solidario para el mismo 

segmento durante esta difícil situación causada por el COVID que beneficiará a un gran sector de la 

población.

Por otra parte, en momentos tan difíciles como el actual, con la pandemia, ha sido imperioso el imple-

mentar un sistema de salud que asegure una atención expedita y posibilite la vacunación de la pobla-

ción, y recientemente se han adoptado medidas más exigentes, como ha sido el cierre de fronteras.

Como verán, los temas que nos convocan hoy son de la mayor importancia y serán enfocados desde 

los siguientes puntos de vista:

	◗ Crisis y reorganización de los sistemas de bienestar social ante la aparición de nuevos riesgos y 

demandas en el marco de las macrotendencias planetarias de cambio: revolución tecnológica, 

globalización, cambio climático y envejecimiento de la población.

Son muchos los desafíos pendientes para lograr 
una mejor calidad de vida, empezando por 
nuestros adultos mayores, que ya cumplieron su 
cometido en el campo laboral y que hoy reciben 
pensiones que no son dignas, al tiempo que 
nuestras poblaciones presentan un alto grado  
de longevidad. 

© Chillixlaef
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	◗ Exploración de instrumentos tales como la renta básica universal, las medidas de acompañamien-

to a las transiciones laborales, etc.

	◗ La equidad intergeneracional como eje rector de las políticas de bienestar social, especialmente en 

el ámbito de los sistemas de pensión y de salud.

Para estos efectos, contaremos con la participación del destacado profesor constitucionalista Javier 

Cousso, de Maurizio Ferrera, catedrático de las Universidades de Milán, Lombardia y Piemonte, de la 

reconocida economista y ex ministra de Asuntos Sociales, Salud y Derechos de la Mujer, de Francia, 

la señora Marisol Touraine y de la doctora Sandra Ponce de León.

Doy la más cordial bienvenida a nuestros expositores, excusándome de haber reducido sus presenta-

ciones, en virtud del tiempo que corre. Los insto a tener un diálogo que enriquezca nuestro conoci-

miento al tener de las experiencias europeas.

Maurizio Ferrera 
Profesor de Teorías y Políticas del Estado Social y Modelos  
de Bienestar Comparados en la Universidad de Milan, Italia.  
Presidente del Network para el Avance de los Estudios Políticos  
y Sociales (NASP) para las Universidades de Lombardía y Piamonte

 

Rediseñar la ciudadanía social para el siglo XXI

Resumen

Las sociedades occidentales están experimentando una gran transformación que abre nuevos escena-

rios de progreso en términos de oportunidades de vida, tanto a nivel colectivo como individual. Sin 

embargo, el flujo de oportunidades y riesgos se ha vuelto más fluido e imprevisible, la probabilidad de 

acceso a las oportunidades y la exposición a los riesgos están muy desigualmente distribuidas. Como 

sucedió durante la Revolución Industrial, asistimos a rupturas, turbulencias, desorden e inseguridad. 

El reto para el futuro es claro. Es menester dar un orden a la nueva constelación de riesgos y oportu-

nidades. Un orden capaz de fomentar el desarrollo económico y social, o mejor el desarrollo “humano”, 
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de garantizar el consenso y la estabilidad de las garantías liberal-democráticas. Para avanzar en esta 

dirección, es imprescindible contar con algún tipo de proyecto de macrorreforma, capaz de aportar 

“visiones claras” del presente y del futuro y de apoyar su aplicación a través de instituciones inteligen-

tes. Un macroproyecto que esté inspirado en principios compartidos de justicia distributiva, para ser 

percibido y aceptado como justo y legítimo en sus fundamentos por todos los ciudadanos.

Constituciones y derechos sociales

Las Constituciones no son solo un conjunto de principios y reglas, son ante todo proyectos normativos y 

“comunitarios”. Expresan el “espíritu” de una comunidad política, su conjunto de valores fundamentales, 

el ethos en el que se basa la unión nacional, inspirado a su vez en algún concepto de “sociedad buena”.

Este concepto tiene siempre dos dimensiones: una vertical y otra horizontal. La primera tiene que ver 

con la organización democrática del poder. La segunda tiene que ver con la organización de la vida 

social y las relaciones entre los ciudadanos. En la intersección de ambas dimensiones se encuentra la 

creación y la protección constitucional de un “espacio de igualdad” dentro del cual, y con respecto al 

cual, todos los ciudadanos disfrutan de los mismos derechos civiles, políticos y sociales.

Esta tríada de derechos es el núcleo de la ciudadanía en su definición moderna. Los derechos civiles y polí-

ticos garantizan un conjunto de libertades, facultades y poderes. Los derechos sociales confieren esencial-

mente titularidades, es decir, garantías de protección —a cargo de la comunidad en su conjunto— en forma 

de transferencias y servicios públicos para satisfacer un catálogo predefinido de riesgos y necesidades so-

ciales. Los derechos sociales se expresan y manifiestan en la solidaridad entre ciudadanos, la 
aspiración de evitar que las desigualdades legítimas del mercado conlleven también desigual-
dades inaceptables en la capacidad de responder a las necesidades consideradas esenciales.

Las Constituciones no son solo un conjunto de principios  
y reglas, son ante todo proyectos normativos y 
“comunitarios”. Expresan el “espíritu” de una comunidad 
política, su conjunto de valores fundamentales, el ethos  
en el que se basa la unión nacional, inspirado a su vez en 
algún concepto de “sociedad buena”.
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No todas las Constituciones contienen una enumeración detallada de las titularidades, ni especifican 

si estas deben adoptar la forma de derechos subjetivos justiciables. Muchas Constituciones se limitan 

a establecer cláusulas generales y transversales, mientras que otras contienen enumeraciones deta-

lladas de principios programáticos. En este último caso, el alcance, la forma y el contenido se dejan a 

la discreción de las mayorías gubernamentales.

En el contexto europeo, la última ola de constitucionalización (la que afectó primero a los países del 

sur de Europa —Italia, y sobre todo Grecia, Portugal y España— y posteriormente los antiguos países 

socialistas) fue muy ambiciosa tanto en términos de enumeración como de subjetividad y justiciabili-

dad de los derechos sociales enunciados (véanse los cuadros en el apéndice).

Sin embargo, la evolución más destacada del constitucionalismo europeo reciente en el ám-
bito social se refiere al creciente activismo de la Unión Europea. Como es sabido, la UE de
sempeña un papel directo en la definición y protección de los derechos sociales, adoptando 
directivas y reglamentos (la llamada hard law), recomendaciones y comunicaciones (la lla-
mada soft law) y dictando sentencias a través del Tribunal de Justicia. El Tratado de Lisboa 

contiene numerosas disposiciones sociales en forma de principios generales y normas programáticas, 

tanto en el texto del Tratado como en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea 

anexa al Tratado, con carácter vinculante para todos los actos de la UE.

La innovación más reciente es el Pilar europeo de derechos sociales (PEDS)6, un documento 
que contiene veinte derechos —en forma de normas programáticas— agrupados en tres ca-
pítulos: “Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de trabajo”, “Condiciones de traba-
jo justas” y “Protección e inclusión social”. Proclamado en 2017, el pilar no tiene valor vinculante, 

pero la Comisión Europea lo ha convertido en su referencia para definir la agenda social de la Unión, 

que incluye la adopción de diversas iniciativas legislativas para aplicar los veinte principios.

El carácter innovador del pilar se refleja, como veremos, en la enumeración de nuevas titularidades de 

protección no incluidas tradicionalmente en las Constituciones nacionales. No resulta exagerado afir-

mar que el pilar representa hoy la formulación codificada más avanzada de los principios que 

6.  https://ec.europa.eu/info/strategy/priorities-2019-2024/economy-works-people/jobs-growth-and-inves-
tment/european-pillar-social-rights_es
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deberían inspirar los sistemas nacionales de protección social: principios para responder al 
abanico de nuevos desafíos sociales existentes en los países democráticos avanzados.

Nuevos desafíos, nuevos derechos: el camino europeo

La transición posindustrial y el creciente peso de los servicios, la globalización y la llamada cuarta 

revolución tecnológica se han convertido en los motores de una segunda gran transformación de las 

economías y sociedades europeas, amplificada por el rápido cambio sociodemográfico7. Estos cambios 

están provocando una verdadera subversión de la estructura tradicional de riesgos y oportunidades. 

Los territorios, los grupos sociales, las familias y las personas se enfrentan a situaciones imprevistas 

de necesidad e inseguridad: depauperación y marginación geoeconómica de la zona en la que se vive y 

trabaja, obsolescencia de los recursos y habilidades que antes eran suficientes para garantizar unos 

ingresos y un empleo estables, contratos de trabajo atípicos y precarios, gran dificultad para conciliar 

las responsabilidades laborales y la vida familiar y nuevas formas de competencia por los recursos 

escasos (trabajo, bienestar) a raíz de los flujos migratorios.

Al menos para la mayoría de los ciudadanos europeos, los sistemas de protección tradicionales siguen 

proporcionando protección contra algunos riesgos estándar: vejez, enfermedad y maternidad, acci-

dente, discapacidad, desempleo o pobreza extrema. Pero la escasez de protecciones y servicios frente 

a las nuevas y cada vez más intensas vulnerabilidades produce —comprensiblemente— una ansiedad 

social generalizada y genera desigualdades sin precedentes y una nueva pobreza, no necesariamente 

alineada con las posiciones socioeconómicas tradicionales (las definidas por el empleo, la educación, 

los ingresos, el contexto familiar, etc.).

La pluralización de los factores de riesgo, por un lado, y de las características individuales o grupales 

que mitigan/amplifican su impacto, por otro, sugiere el uso de categorías interpretativas menos enfo-

cadas en el concepto de “clase” y en el trasfondo socioeconómico de partida y más orientadas al 

concepto de “grupos de riesgo”, identificados sobre la base de la dinámica de todo el ciclo de vida y sus 

fluctuaciones contingentes. En lugar de (o además de) compensar las pérdidas, el nuevo abordaje 

debería centrarse en asegurar y promover las oportunidades de vida, una noción central en el 

7.  He ilustrado las características, la naturaleza y las implicaciones de la “segunda gran transformación” en mi 
volumen La società del Quinto Stato (2019), Laterza, Roma-Bari. Por “primera gran transformación” se entiende la 
que tuvo lugar en correspondencia con la primera ola de industrialización del siglo XIX. Véase Polanyi, K. (2001). 
The Great Transformation: The Political and Economic Origins of Our Time (2.a ed.). Prólogo de Joseph E. Stiglitz. 
Boston: Beacon Press.
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pensamiento de Max Weber y sus partidarios, especialmente Ralph Dahrendorf8. Las oportunidades de 

vida son el número total de posibilidades u oportunidades de que pueden disponer las personas en las 

distintas etapas de su vida. Más posibilidades implican más opciones de elección, más margen de li-

bertad individual.

Sabemos que las elecciones están muy influidas por los recursos disponibles en las distintas situacio-

nes. Y el abanico de posibilidades entre las cuales elegir está siempre relacionado con las estructuras 

sociales y su cambio a lo largo del tiempo, tanto endógeno como exógeno. De ahí la necesidad de 

centrar la atención en las condiciones que hacen que las oportunidades sean concretamente accesi-

bles: la disponibilidad de recursos materiales e inmateriales, considerados en su secuencia de interde-

pendencia temporal. ¿En qué medida y de qué manera el PEDS (y la agenda para su aplicación adop-

tada por la Comisión Europea) avanza(n) precisamente en esta dirección?

El preámbulo del PEDS hace referencia explícita a la necesidad de abordar la inseguridad económica y 

social de los ciudadanos y de reforzar y actualizar los derechos sociales para producir efectos positivos 

en las oportunidades de las personas a corto y medio plazo. Este planteamiento lleva implícito el objeti-

vo de superar dos distorsiones institucionales especialmente notables en la actualidad. Hacia abajo —y 

especialmente en algunos contextos nacionales, como los del sur de Europa— faltan filtros y políticas 

adecuadas para mitigar los riesgos y las necesidades de apoyo. Hacia arriba siguen existiendo tanto cue-

llos de botella que dificultan la movilidad social como normas/prácticas cerradas que faciliten la capta-

ción de oportunidades y alimenten la transmisión intergeneracional de las desventajas.

El paradigma de la “inversión social” ha insistido recientemente en la adopción de una perspectiva 

basada en el ciclo vital, orientada en lo posible a prevenir más que a compensar, a preparar más que a 

reparar, empezando por la primera fase de la vida, es decir, la infancia9. Este paradigma también indica 

los criterios que deben guiar las políticas sociales, la llamada fórmula de las “seis A”: availability, ac-

cessibility, affordability, adequacy, area-specificity y age-orientation (“disponibilidad, accesibilidad, ase-

quibilidad, adecuación, especificidad del área y orientación a la edad”).

El PEDS adopta una perspectiva de ciclo vital y la lógica de las “seis A”. Un elemento fundamental de 

la ciudadanía social se refiere a la atención a la infancia y el apoyo a los menores:

8.  Dahrendorf, R. (1979). Life Chances: Approaches to Social and Political Theory. University of Chicago Press.
9.  Hemerijck, A. y Vandenbroucke, F. (2012). Social Investment and the Euro Crisis: The Necessity of a Unifying 
Concept. Intereconomics. Review of European Economic Policy, 47(4), julio/agosto.
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Artículo 1, capítulo III

Asistencia y apoyo a los niños

a.	 Los niños tienen derecho a disfrutar de una educación y asistencia infantil asequibles y de 
buena calidad.

b.	 Los niños tienen derecho a la protección contra la pobreza. Los niños procedentes de entor-
nos desfavorecidos tienen derecho a medidas específicas destinadas a promover la igualdad 
de oportunidades.

La reducción de las desigualdades en el punto de partida, y de la pobreza infantil en particular, debe ir 

seguida de otros derechos, relativos a las etapas posteriores de la vida y destinados a facilitar la mo-

vilidad individual y a limitar en lo posible los cuellos de botella —a veces reales— situados cerca de 

las transiciones de una posición social a otra. Sabemos que las posiciones sociales se distribuyen en 

forma de pirámide. Es una forma inherente a la división del trabajo y a la necesidad de coordinación 

social. El número de los que coordinan (y, por tanto, ocupan posiciones jerárquicamente dominan-

tes, en cualquier tipo de organización) es inexorablemente inferior al de los “coordinados”. El meca-

nismo más eficaz para seleccionar el acceso a las posiciones superiores es la libre competencia 

sobre la base de los títulos más adecuados para desempeñar las funciones de coordinación. Al 

tratarse de una competencia posicional, los cuellos de botella deben filtrar a las personas en fun-

ción de los talentos y títulos relativos, no absolutos. Cuanto mejor funcionen los filtros, mejor para 

todos; y lo bien que funcionen es en gran medida una cuestión de diseño, concretamente, de normas 

inteligentes, bien aplicadas y, sobre todo, justas y no discriminatorias.

Hoy en día, la mayoría de las discriminaciones directas se han eliminado, o al menos se han mi-

tigado, gracias también al papel de la Unión Europea. Sin embargo, sigue habiendo mucha discri-

minación indirecta, es decir, la relacionada con situaciones en las que una disposición, criterio o 

práctica aparentemente neutros pueden perjudicar de hecho a las personas de un grupo de ries-

go concreto en relación con otras. El primer frente en el que hay que trabajar es, pues, el de la 

igualdad de condiciones, el del refuerzo de las garantías para proteger la igualdad de oportuni-

dades.

El PEDS insiste correctamente en el principio liberal tradicional (pero aún no plenamente realizado) de 

la igualdad de oportunidades y, en particular, de la igualdad de género.
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Artículo 2, capítulo I

Igualdad de género

a .	 La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres debe garantizarse y refor-
zarse en todos los ámbitos, incluso en lo que respecta a la participación en el mercado labo-
ral, las condiciones de trabajo y de empleo y la carrera profesional.

b.	 Las mujeres y los hombres tienen derecho a la igualdad de retribución para un trabajo equi-
valente.

Artículo 3, capítulo I

Igualdad de oportunidades

Con independencia de su sexo, origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u 
orientación sexual, toda persona tiene derecho a la igualdad de trato y de oportunidades en relación 
con el empleo, la protección social, la educación y el acceso a los bienes y servicios a disposición 
del público. Debe fomentarse la igualdad de oportunidades para los grupos infrarrepresentados.

La igualdad de trato ante la ley es fundamental, pero insuficiente. Es necesario complemen-
tar la igualdad formal con alguna forma de igualdad sustancial de oportunidades, en parti-
cular, aquellas oportunidades que cuentan una vez que se entra en el (nuevo tipo de) merca-
do laboral. Hoy en día, muchas personas con títulos terciarios y universitarios tienen grandes 

dificultades para encontrar su primer empleo y no tienen otra alternativa que emprender el calvario de 

la precariedad. A menudo, las competencias adquiridas no se ajustan a las necesidades del mercado. 

Del mismo modo, las personas de 45 años que han perdido su empleo como consecuencia de las crisis 

y las reestructuraciones o deslocalizaciones sectoriales no pueden obtener un empleo alternativo 

porque se considera que son demasiado costosas o incluso demasiado viejas para poder reinsertarse. 

En resumen, un número cada vez mayor de personas corre el riesgo de quedar excluida del trabajo 

remunerado, por no hablar de un trabajo de calidad, y este fenómeno se ha agravado enormemente 

durante la gran recesión y, más recientemente, con la pandemia del COVID-19.

Estos cambios ponen en primer plano el reto de la formación, especialmente la permanente, a lo largo 

de toda la vida. Lo que se ha aprendido en la educación formal tendrá que ser actualizado y comple-

mentado regularmente. Las transiciones entre el trabajo remunerado, la formación y el trabajo no 

remunerado (o solo parcialmente remunerado) dentro de la familia serán más frecuentes y complejas, 
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e incluirán diversos intervalos de desempleo o de no empleo. Es esencial que estos cambios reciban el 

apoyo adecuado, mucho más de lo que ocurre hoy en día, incluso para los trabajadores autónomos, 

que son especialmente vulnerables en la actualidad (como ha puesto de manifiesto recientemente la 

pandemia del COVID-19 y sus efectos en la economía). También hay que reforzar y recalibrar las redes 

de seguridad básicas. A este respecto, el PEDS indica las siguientes acciones:

Artículo 4, capítulo I

Apoyo activo para el empleo

a.	 Toda persona tiene derecho a recibir asistencia personalizada y oportuna a fin de mejorar sus 
perspectivas de empleo o trabajo autónomo. Esto incluye el derecho a recibir apoyo para la 
búsqueda de empleo, la formación y el reciclaje. Toda persona tiene derecho a la transferencia 
de la protección social y el derecho a la formación durante las transiciones profesionales.

b.	 Los jóvenes tienen derecho a una educación continua, una formación como aprendices, un pe-
riodo de prácticas o una oferta de empleo de buena calidad en los cuatro meses siguientes a 
quedar desempleados o finalizar los estudios.

c.	 Las personas desempleadas tienen derecho a recibir una ayuda personalizada, continuada y 
adecuada. Los desempleados de larga duración tienen derecho a una evaluación individual de-
tallada, a más tardar, a los 18 meses de desempleo.

Artículo 12, capítulo III

Protección social

Con independencia del tipo y la duración de su relación laboral, los trabajadores por cuenta ajena 
y, en condiciones comparables, los trabajadores por cuenta propia tienen derecho a una protec-
ción social adecuada.

Artículo 13, capítulo III

Prestaciones por desempleo

Los desempleados tienen derecho a ayudas adecuadas a la activación por parte de los servicios 
públicos de empleo para (re)integrarse en el mercado laboral y a prestaciones de desempleo 
adecuadas de duración razonable, en consonancia con sus propias contribuciones y los criterios 
de concesión nacionales. Estas prestaciones no deben desincentivar un retorno rápido al trabajo. 
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Artículo 14, capítulo III

Renta mínima

Toda persona que carezca de recursos suficientes tiene derecho a unas prestaciones de renta 
mínima adecuadas que garanticen una vida digna a lo largo de todas las etapas de la vida, así 
como el acceso a bienes y servicios de capacitación. Para las personas que pueden trabajar, las 
prestaciones de renta mínima deben combinarse con incentivos a la (re)integración en el merca-
do laboral.

La igualdad sustancial de oportunidades debe aplicarse también a los límites entre la vida laboral y la 

vida personal, donde todavía acechan muchas desigualdades entre hombres y mujeres. La organiza-

ción espaciotemporal del trabajo puede (podría) liberarse ahora de las viejas jaulas de la sociedad 

fordista. Se abren posibles escenarios en los que las personas (parejas) se vuelven más libres para 

definir y negociar paquetes de ingresos-tiempo más coherentes con las fases del ciclo vital que atra-

viesan (especialmente cuando nacen los hijos), más eficientes con respecto a sus propias necesidades 

(menos “tiempos muertos”), más acordes con las aspiraciones y los deseos individuales y de la pareja. 

Sin embargo, para avanzar en esta dirección, es imprescindible reforzar los derechos de conciliación 

entre las esferas laboral y familiar. El PEDS sitúa estos derechos en la lista de los veinte principios.

Artículo 9, capítulo II

Equilibrio entre vida profesional y privada

Los padres y las personas con responsabilidades asistenciales tienen derecho a los permisos 
adecuados, a unas condiciones de trabajo flexibles y a servicios de asistencia. Las mujeres y 
los hombres deben tener igualdad de acceso a permisos especiales para cumplir con sus res-
ponsabilidades asistenciales y debe animárseles a utilizarlos de forma equilibrada.

Para muchos de los nuevos riesgos sociales, la transferencia monetaria no es suficiente ni adecuada. 

Para “concretarse” necesita servicios, ya que los beneficios monetarios por sí solos no son suficientes. 

En los dos sectores de la educación y la sanidad, el acceso a los servicios ya es universal y está garan-

tizado en los países de la UE. Sin embargo, hay una serie de brechas marginales, precisamente donde 

se concentran los nuevos riesgos. Además de la asistencia a los niños (mencionada anteriormente), se 
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encuentran el cuidado de las personas no autosuficientes, el acceso a toda la gama de servicios que 

ya forman parte de las expectativas y los hábitos de los ciudadanos, incluidos los servicios digitales. 

En este último frente, el PEDS dice:

Artículo 17, capítulo III

Cuidados de larga duración

Toda persona tiene derecho a cuidados de larga duración asequibles y de buena calidad, en 
particular de asistencia a domicilio y servicios comunitarios.

Artículo 19, capítulo III

Vivienda y asistencia para las personas sin hogar

a.	 Debe proporcionarse a las personas necesitadas acceso a viviendas sociales o ayudas a la 
vivienda de calidad. 

b.	 Las personas vulnerables tienen derecho a una asistencia y una protección adecuadas frente 
a un desalojo forzoso.

c.	 Deben facilitarse a las personas sin hogar un alojamiento y los servicios adecuados con el fin 
de promover su inclusión social.

Artículo 20, capítulo III

Acceso a los servicios esenciales

Toda persona tiene derecho a acceder a servicios esenciales de alta calidad, como el agua, el 
saneamiento, la energía, el transporte, los servicios financieros y las comunicaciones digitales. 
Debe prestarse a las personas necesitadas apoyo para el acceso a estos servicios.

Aunque, a primera vista, los derechos enumerados en el PEDS no parecen diferir mucho de los ya 

previstos en los ordenamientos nacionales de los países miembros (normas constitucionales o actos 

legislativos), una lectura más cuidadosa de los principios enumerados en los cuadros anteriores reve-

la muchos elementos nuevos e importantes, al menos en dos frentes: el de la titularidad de los dere-

chos y el de su contenido. Una cosa es garantizar a todos recursos suficientes a través de los regíme-

nes de renta mínima, que actualmente está prevista en casi todos los Estados miembros; y otra cosa 
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es otorgar un derecho específico a los niños y menores para que estén protegidos contra la pobreza. 

En la mayoría de los países, este derecho no está previsto y no existen medidas específicas, a pesar de 

que la pobreza infantil (incluida la pobreza educativa) es un problema dramático y creciente. Del mis-

mo modo, una cosa es el derecho a recibir asistencia en la búsqueda de empleo y otra es otorgar un 

derecho específico a los jóvenes para que tengan acceso a prácticas o aprendizajes, así como para 

recibir una oferta de trabajo cualitativamente válida a los cuatro meses de abandonar el sistema edu-

cativo. Entre otras innovaciones del PEDS, es posible mencionar el derecho a una vivienda digna o a 

servicios digitales.

Nuevos derechos, nuevos instrumentos: el neouniversalismo

Derechos y universalismo: estas son las dos principales banderas de la política social europea del siglo 

XX. El debate académico de los últimos veinte años ha diseccionado las distintas facetas del concepto 

de universalismo (normas y procedimientos de acceso, fórmulas de cálculo, adecuación y calidad de 

las prestaciones, etc.) y ha puesto de manifiesto los requisitos socioeconómicos y político-institucio-

nales necesarios para que el bienestar universalista pueda funcionar bien: baja fragmentación ocupa-

cional y territorial, ausencia de polarización ideológica, burocracias profesionales e imparciales y cul-

turas políticas con un alto grado de “civismo”10. Condiciones históricas excepcionales, tanto histórica 

como geográficamente (Gran Bretaña de posguerra, los países nórdicos, hasta cierto punto el Canadá 

de principios del siglo XX).

Ese mismo debate reveló también algunas de las limitaciones y contradicciones del enfoque universa-

lista. En los países que primero las “inventaron” y aplicaron —los nórdicos—, las políticas universalis-

tas se cimentaban en la solidaridad entre amplias clases sociales; su objetivo político era mitigar el 

conflicto de clase. Las estructuras de clase contemporáneas se han vuelto muy diferentes: los traba-

jadores de cuello azul (los obreros) están en disminución, el estrato de los precarios y de los trabaja-

dores pobres aumenta, la clase media incluye una amplia gama de figuras con perfiles y preferencias 

diferentes y, sobre todo, la necesidad de acceder a prestaciones personalizadas, especialmente en el 

ámbito de los servicios. En el debate feminista, muchas estudiosas sostienen que el crecimiento de 

familias con doble ingreso, monoparentales y unipersonales, junto con el aumento del número de di-

versidades étnicas y culturales plantean serios desafíos al universalismo, entendido como “prestacio-

nes iguales para todos”.

10.  Anttonen, A., Haiki, L. y Stefansson, K. (eds.). (2012). Welfare State, Diversity, Universalism. Cheltenham: Ed-
ward Elgar.



Ciclo de Diálogos

55

El neouniversalismo del siglo XXI debe moverse en tres posibles direcciones

La primera es lo que en el debate italiano se llama universalismo selectivo, basado en dos tipos de 

selectividad. La primera se refiere a las prestaciones. El Estado define la canasta de servicios conside-

rados esenciales, que deben garantizarse a todos los ciudadanos en todo el territorio nacional. En 

Italia se denominan niveles esenciales de las prestaciones (en sanidad) y niveles esenciales de asis-

tencia (en atención y servicios sociales). El segundo tipo de selectividad se refiere a los beneficiarios. 

Todas las personas tienen derecho a acceder a las prestaciones, pero estas se calibran en función de 

la intensidad de la necesidad y de la situación económica familiar. De este modo, a los grupos de in-

gresos más acomodados se les pide coparticipar en los costes (means-testing from the top).

La segunda dirección es la del universalismo diferenciado. Una vez más, todos los ciudadanos tienen 

derecho a acceder a las prestaciones (con la salvedad de las dos selectividades que se acaban de men-

cionar). Sin embargo, la gama de servicios puede diferenciarse en función de las situaciones de los terri-

torios (estructura demográfica y social, estructura productiva, ubicación geoespacial, etc.). La creciente 

relevancia de los factores situacionales exige medidas capaces de identificar y responder a la “intersec-

cionalidad” de las condiciones que exponen a las personas a riesgos y necesidades (educación, empleo, 

género, edad, área de residencia, situación familiar y de salud, etc.). Sin excluir al más reciente concepto 

de la inclusión generalizada, el universalismo debe ahora aceptar y acomodar la diversidad, incluso dife-

renciando los niveles esenciales, por ejemplo, de forma discrecional y “subsidiaria”.

La tercera dirección es experimentar con nuevas formas de aplicación de los derechos sociales. Sin 

renunciar a un cierto grado de obligatoriedad, los objetivos de protección y promoción pueden inser-

tarse en un marco —y al mismo tiempo en un instrumento— más amplio y articulado, destinado a 

garantizar las infraestructuras de acceso, servicio y seguimiento, y no la mera “justiciabilidad” en abs-

tracto. Una etiqueta prometedora para este nuevo instrumento es la “garantía social”.

El término comenzó a utilizarse en los países de la UE con el programa de Garantía Juvenil, cofinan-

ciado por la Comisión en 2014. Podemos definir una “garantía social” como un conjunto de normas 

jurídicas, procedimientos administrativos y prácticas operativas que proporcionan recursos y habilitan 

los “funcionamientos” de los ciudadanos en determinados ámbitos, combinando las dimensiones de la 

protección social y la promoción social. La garantía crea obligaciones formales de prestación por par-

te del Estado, y al mismo tiempo asegura el cumplimiento efectivo de estas obligaciones; incorpora el 

derecho subjetivo, pero lo complementa con la prestación de instrumentos específicos que deben 
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desplegarse para el ejercicio concreto del derecho y una realización lo más completa posible de sus 

objetivos de seguridad y capacidad11.

La noción de garantía es a la vez más gravosa y más ligera que un derecho social tradicional. Más gravosa 

porque define no solo la titularidad de un derecho en abstracto (el derecho al estudio o a la formación), 

sino que también especifica las condiciones para su disfrute (la presencia de estructuras accesibles y 

cursos adecuados, así como recursos financieros suficientes), define los umbrales por debajo de los cua-

les esta fruición se ve comprometida (cantidad y calidad de los profesores y de las herramientas educati-

vas) y obliga al actor público a garantizar tanto lo primero como lo segundo (por ejemplo, mediante con-

troles e inspecciones). Además, la garantía prevé mecanismos codificados de seguimiento y evaluación, 

canales (incluso extrajudiciales) para expresar las necesidades y quejas de los usuarios y, eventualmente, 

para sancionar el incumplimiento de las distintas Administraciones públicas. La existencia de mecanis-

mos de seguimiento, evaluación y “voz” por parte de los usuarios también permite asociar o incluso dele-

gar la prestación de servicios a agentes no públicos, promoviendo formas de asociación entre agentes 

públicos, privados y sin ánimo de lucro, con vistas a la subsidiariedad vertical y horizontal12.

El instrumento de la “garantía social” ya se utiliza ampliamente en los países escandinavos. Aunque con 

diferentes nombres, este modelo inspira indirectamente algunas de las nuevas medidas en materia de 

formación o conciliación adoptadas recientemente por otros países (las comptes formation o cuentas 

de formación francesas). La UE ya ha introducido la garantía juvenil y está preparando la introducción de la 

garantía infantil. Además, ya existen propuestas bien articuladas a nivel de la UE para una garantía de 

competencias. Otros posibles frentes en los que planificar garantías específicas podrían ser la concilia-

ción familiar y laboral, la protección de la autonomía, la integración social y laboral de los inmigrantes.

Conclusión

Como todos los procesos históricos de cambio acelerado, la segunda gran transforma-
ción está creando desigualdad, nueva pobreza y polarización social y política. Al mismo 
tiempo, contiene un enorme potencial para ampliar las oportunidades de vida. El reto es 

11.   Ferrajoli, L. (2009). Funciones de Gobierno y funciones de garantía. La experiencia europea y latinoamericana 
en comparación. Informe presentado en el XVIII Congreso de la Associação Nacional do Ministério Público 
(CONAMP) Florianopolis. http://confinideldiritto.istitutosvizzero.it/wp-content/uploads/2015/04/Ferrajoli-Fun-
zioni-di-governo-e-funzioni-di-garanzia.pdf 
12.   Para un debate y muchos ejemplos de estos experimentos, véase el sitio italiano Percorsi di secondo welfa-
re: https://www.secondowelfare.it/

http://confinideldiritto.istitutosvizzero.it/wp-content/uploads/2015/04/Ferrajoli-Funzioni-di-governo-e-funzioni-di-garanzia.pdf
http://confinideldiritto.istitutosvizzero.it/wp-content/uploads/2015/04/Ferrajoli-Funzioni-di-governo-e-funzioni-di-garanzia.pdf
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contener el primer efecto y aprovechar el segundo, con una estrategia que combine la 
ambición clarividente y el pragmatismo responsable.

El análisis comparativo del reformismo del siglo XX señala que en las coyunturas críticas —los mo-

mentos en que el statu quo se vuelve cada vez menos sostenible y hay que elegir una nueva vía de 

desarrollo—, la esfera política es capaz de liberarse de las limitaciones de lo existente y producir cam-

bios transformadores en presencia de tres elementos:

1.	 Una amplia audiencia social potencialmente interesada en cambiar el statu quo, en reajustar los marcos 

normativos, las protecciones y las ayudas públicas a la nueva constelación de riesgos y oportunidades.

2.	 Algún macroproyecto de cambio y realineamiento, capaz de aportar “visiones claras” del presente y 

del futuro y de apoyar su aplicación a través de instituciones inteligentes.

3.	 Una alineación política (en sentido amplio) que comparta las piedras angulares del proyecto, que lo 

convierta en el eje de su propia estrategia de legitimación y consenso, y que finalmente sepa “plas-

mar” el proyecto desde el plano ideal al institucional13.

En Europa, el proyecto de cambio solo puede anclarse en el proceso de integración, por lo tanto, el 

debate en curso sobre el paradigma de la inversión social es muy importante, al igual que la aplicación 

del Pilar europeo de derechos sociales. En Chile, la revisión constitucional ofrece una oportunidad ex-

traordinaria para el cuestionamiento colectivo y la deliberación de proyectos. En ambos contextos, es 

importante no perder la oportunidad de remodelar las relaciones entre economía, sociedad y política 

y desarrollar una arquitectura institucional capaz de interceptar y aprovechar el gran potencial de 

progreso inherente a los cambios que se están produciendo.

Apéndice

Los derechos sociales en las Constituciones

Porcentaje de Constituciones en el área geográfica que incluyen los distintos derechos sociales (des-

glosados en derechos programáticos y justiciables).

13.   He ilustrado este modelo en Ferrera, M. (1993). Modelli di solidarietà. Politica e riforme sociali nelle democra-
zie. Bolonia: Il Mulino.
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Derechos Total

Europa y América del Norte

Total

América Latina

Normas
programáticas

Derechos
justiciables

Normas
programáticas

Derechos
justiciables

Educación 45 15 32 100 12 88

Seguridad
social

25   7 32   86 10 76

Salud 40 18 22   86 11 75

Infancia 45 25 20   84 84

Trabajo y
empleo

22   5 17   86 11 75

Vivienda 28 11 17   77   5 72

Medioambiente 30 16 14   82   4 78

Salarios justos 23   8 15   94   5 89

Libertad
sindical

85 10 65 100   5 95

Salud y 
seguridad en el 
trabajo

25   5 20   73   5 68

Fuente: Jung, C., Hirschl, R. y Rosevear, E. (2014). Economic and Social Rights in National Constitutions. 
American Journal of Comparative Law, 62(4), otoño, 1043-1094.

Marisol Touraine 
Economista y cientista social de la Ecole Normale Supérieure  
de París, ex ministra de Asuntos Sociales, Salud y Derechos de la Mujer 
(2012-2017) de Francia y presidenta de la Junta Ejecutiva de UNITAID

 

Articular protección social y Constitución: una visión política 

Todos los países europeos tienen sistemas de protección social muy amplios, aunque existen diferen-

cias notables que tienen su origen en la coexistencia de dos modelos distintos de referencia: el mode-

lo bismarckiano y el modelo beveridgiano. En otras conferencias se han presentado estos sistemas, 

que aún hoy están muy bien identificados, por lo que no los describiré. Las políticas de protección 
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social europeas se desarrollan a partir de 1945 después de la Segunda Guerra Mundial en el centro y el 

norte de Europa, pero solo después del retorno a la democracia en los países del sur, Grecia, España y 

Portugal. También existen diferencias notables por razones culturales relacionadas con el hecho de que 

la independencia social y laboral de las mujeres no es la misma en todas partes de Europa, así como la 

percepción de la responsabilidad que deben asumir las familias. Sin embargo, todos los países euro-
peos financian políticas de protección social bastante extendidas con niveles de inversión pú-
blica que son los más altos del mundo. En 2017, la proporción de las prestaciones sociales en 
el PIB de los países europeos fue del 26,8% de media, con Francia a la cabeza con un 31,7%. 

Se puede preguntar si la fuerza de estos sistemas les viene de raíces constitucionales particularmen-

te sólidas. Aunque no sea así, sería un error imaginar que no existe ningún vínculo entre la Constitu-

ción y el sistema de protección social. Mi análisis y mi percepción de la situación europea es que los 

sistemas de protección social están enraizados en un ambiente político y social históricamente deter-

minado que también es el sócalo de las leyes fundamentales y de las Constituciones. Mi convicción 

íntima es que no hay Constitución sin definición del tipo de solidaridad que quiere un país. Y 
más que cualquier otra política social, las políticas de pensiones reflejan la concepción que 
tiene un país de la Unión dentro de la sociedad y entre las generaciones. 

	◗ Los modelos de protección social europeos tienen un vínculo histórico más que jurídico con las 

Constituciones.

	◗ Los sistemas de pensiones reflejan una concepción política de la solidaridad intergeneracional y de 

la igualdad de género. 

Protección social y Constitución en Europa: un vínculo histórico más que jurídico

1.	 Las raíces jurídicas y, en particular, constitucionales de los sistemas europeos de protección social 

son muy variadas y no se puede establecer una relación evidente, directa entre, por un lado, el nivel 

o el tipo de protección social y, por otro, el marco jurídico elegido. Los países del sur de Europa se 

refieren a Constituciones muy detalladas sobre sus sistemas de protección social, que por lo tanto no 

son los más amplios de Europa. Por otra parte, el Reino Unido no tiene Constitución escrita, la Cons-

titución alemana solo establece el carácter social de la República Federal Alemana y en Francia, el 

artículo primero de la Constitución dispone que: “Francia es una República indivisible, laica, democrá-

tica y social”, sin (muchos) más detalles. 
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Por supuesto, hay algunos detalles que ayudan a definir el marco jurídico de las políticas sociales 

que se implementan. Si me refiero al sistema francés, la Constitución define el carácter social de 

la República francesa, reconoce el papel de la seguridad social y remite a la ley de la responsabili-

dad de construirla. Sin embargo, esa presentación es insuficiente para comprender el significado 

del sistema de protección social incluso desde el punto de vista de su valor jurídico.

2.	 Si analizamos el sistema francés, la seguridad social se construyó después del terremoto demo-

crático de la Segunda Guerra Mundial. Poco antes de que se terminara el conflicto, los diferentes 

movimientos de la Resistencia a la ocupación del país por las Fuerzas Armadas alemanas escribie-

ron un texto de cinco páginas llamado Para los días felices. Este texto establece el programa polí-

tico para los meses siguientes al final de la guerra y anuncia “un plan completo de seguridad social 

que garantiza a cada ciudadano medios de existencia decentes y a todos los viejos trabajadores 

una pensión que le permita terminar su vida con dignidad”. Este programa no tiene ningún valor 

jurídico, pero es la base política del apoyo emocional y traspartidario que disfruta la seguridad so-

cial francesa en el país.

Al no tener valor jurídico propio, los temas de este documento fueron incorporados en el preámbu-

lo de la Constitución en 1946. La Constitución francesa cambió en 1958, pero el preámbulo de 

1946 quedó adjuntado. Esto significa que si la Constitución francesa no detalla el contenido del 

sistema de protección social, los principios fundadores de aquel sistema se entienden por referen-

cia al contexto histórico de su nacimiento y a los documentos mencionados. 

El sistema de protección social francés se construyó con la idea de que los derechos sociales 

representaban una nueva generación de derechos humanos y que la ciudadanía, por ser un con-

cepto político, también se tenía que extender como un concepto social. Por decirlo de otro modo, 

la igualdad política no es suficiente para fundar la República, necesita también la solidaridad. La 

ciudadanía política nos hace iguales, la ciudadanía social nos une y nos junta. En este sentido, 

pasamos del tema de la asistencia al tema de la solidaridad, y eso se expresa sin ninguna duda 

en el hecho de que “la República francesa es […] social”. Y el Estado tiene la responsabilidad de 

garantizar esta solidaridad.

A partir de esa concepción solidaria de los derechos sociales se construyeron políticas concre-

tas con leyes específicas que no tienen el valor de una Constitución, pero que cualquier ciuda-

dano puede contestar en nombre de la Constitución. Estas leyes se basan en los principios de 
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ser gestionadas por el Estado o las cajas de seguridad social, de presentarse como univer-

sales y de incluir elementos de solidaridad en las políticas contributivas (pensiones, por 

ejemplo). 

3.	 El tema fundamental, en mi juicio, es definir la base de la legitimidad de las políticas de protección 

social. No se trata solo de obtener un apoyo político y ciudadano en el momento de su elaboración, 

sino también de garantizar que este apoyo se mantenga a largo plazo, ya que las políticas de pro-

tección social se piensan como políticas intergeneracionales, y el tema de las pensiones obviamen-

te es el caso más típico. También se necesita este apoyo popular y democrático a largo plazo por-

que son políticas que necesitan un financiamiento público. En el caso de Europa, en la mayoría de 

los países el financiamiento es principalmente público. El caso francés es el que va más lejos en 

esa dirección. 

Evolución de la proporción de las prestaciones sociales en el PIB (en %) 
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Aunque esto implica cotizaciones e impuestos elevados, especialmente en Francia, la acep-
tación del sistema es muy fuerte porque prevalece la idea que solo los financiamientos pú-
blicos pueden garantizar un sistema solidario con altos niveles de pensiones. Así, cuando se 

le pregunta a los franceses si aceptarían una reducción de sus pensiones a cambio de una reducción 

de sus contribuciones sociales y fiscales, contestan masivamente que no. 



Ciclo de Diálogos

62

¿Aceptaría unas pensiones más bajas a cambio de una bajada de impuestos o de cotizaciones?
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La situación europea muestra que el tema constitucional en realidad refleja la visión política de cada 

país. Los países que decidieron no detallar en su Constitución sus modelos de protección social son paí-

ses que, con historias y culturas diferentes, tenían sócalos políticos muy sólidos para desarrollar una 

protección social solidaria. El compromiso social que une cada uno de los países europeos no necesita 

sistemáticamente el respaldo de la Constitución. Pero al revés, me parece que, sin una presión social o 

democrática de ese tipo, las referencias a la protección social dentro del marco de una Constitución 

pueden servir de apoyo positivo para la implementación duradera de políticas de protección social.

Sistemas de pensiones: el reflejo de una concepción de la solidaridad

Los sistemas de pensiones son muy típicos de esta situación, y cada modelo concebible se refiere a una 

visión diferente del pacto social y democrático. Todas las políticas de protección social implican solidari-

dad entre las personas con buena salud y las personas enfermas, entre las categorías sociales y entre 

las generaciones. Lo característico, en el caso de las pensiones, es que no solo se trata de garantizar 

pensiones a los jubilados del tiempo presente, sino también de proyectarse hacia el futuro. En el marco 

de los sistemas de protección social europeos, hay tres temas que parecen prioritarios: la preferencia por 

sistemas contributivos de reparto; la organización de mecanismos de solidaridad no contributivos para 

reducir algunas desigualdades, notablemente las de género; y una institucionalidad pública. 
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1.	 Hay varios sistemas de pensiones en Europa, pero casi todos tienen una base pública dominante 

(casi total en los casos francés, español y alemán) y son sistemas por reparto, en muchos casos 

completados por sistemas de seguro privado, obligatorio o no. Pero en todos los casos, ninguna 

Constitución impide un sistema u otro. En el caso francés, por ejemplo, que escogió un sistema 

100% de reparto, con una base de seguridad social y con un complemento obligatorio manejado 

por los sindicatos en el marco de una caja de seguridad social pública, no hay ninguna indicación en 

ese sentido en la Constitución. El sistema de pensiones queda definido por una ley que cualquier 

Gobierno podría cambiar, sin embargo, sería muy complicado en términos políticos porque los fran-

ceses están profundamente apegados al sistema de reparto, con la idea de que la “pensión es el 

patrimonio de los que no tienen patrimonio”. En los países en los que el sistema de reparto se basa 

en parte en cajas de seguro privado, las reglas de gobernanza y de cálculo son gestionadas o con-

troladas por el Estado.

“La pensión es el patrimonio de los que no tienen patrimonio”. De manera muy clara, los 
sistemas de reparto europeos expresan una solidaridad entre los trabajadores y los 
jubilados en el tiempo presente, pero también entre las generaciones. Pero por lo menos, 

este tema de la solidaridad entre las generaciones, entre los que trabajan y los que han trabaja-

do, esta representación social de la sociedad como una cadena histórica colectiva es muy estruc-

turante frente a los sistemas de capitalización individual que no toman en cuenta la dimensión 

social y colectiva del trabajo. El tema de la capitalización individual tiene poco defensores 
en Europa porque se consideran factores que aumentan las desigualdades. Además, 
son sistemas demasiado sensibles a la coyuntura económica. En el Reino Unido y en Ho-

landa, donde los seguros privados son muy importantes, la crisis financiera de 2008 provocó un 

choque para las pensiones. No obstante, hay debates en varios países sobre la relación óptima 

entre renta básica garantizada por el Estado y complemento privado (capitalización, seguro pri-

vado etc.), sin que nunca llegue a poner en cuestión el sistema de reparto.

Todas las políticas de protección social implican 
solidaridad entre las personas con buena salud y las 
personas enfermas, entre las categorías sociales  
y entre las generaciones.



Ciclo de Diálogos

64

Proporción del gasto en pensiones (públicas y privadas) en el PIB
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2.	 Los sistemas de reparto por supuesto son sistemas contributivos, financiados por las cotiza-

ciones de los trabajadores y de sus empleadores. El primer objetivo de estos sistemas fue la 

reducción de la pobreza de esos “viejos trabajadores” que mencionaba hace un momento. La 

garantía de que las pensiones lograrían un nivel suficiente para vivir de manera decente fue 

una motivación central de las políticas europeas. En los años sesenta, en Francia, el 35% de 

los mayores de 65 años vivían en situación de pobreza (definida relativamente respecto al nivel 

de vida medio). Hoy, son alrededor del 8% solamente y son los jóvenes los que sufren más por 

la pobreza, lo que provoca reacciones sobre el hecho de que una parte creciente de los PIB 

están dedicados a las pensiones, cuyo nivel aumentó progresivamente en todos los países. Sin 

entrar en los detalles de los debates actuales en Europa sobre los nuevos desafíos a los que 

nos enfrentamos, se puede decir que la cuestión de la relación entre los jóvenes y los mayores 

es un tema fundamental que se ha agudizado con el COVID-19. Los sistemas de pensiones 

europeos se pensaron en un periodo de economías dinámicas, ofreciendo empleos a todos los 

jóvenes, lo que ya no es el caso. Por lo tanto, el tema de la solidaridad intergeneracional no 
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solo lleva a garantizar sistemas de pensiones generosos, sino que también impone plantear la 

posibilidad de rentas mínimas para los jóvenes de menos de 25 años. El nivel de vida de las 

personas jubiladas está muy cerca del de los activos, con una mención especial para Francia. 

Los jubilados franceses tienen un nivel de vida estimado al 105% del nivel de vida de los acti-

vos, debido a las altas tasas de reemplazo y a las generosas prestaciones adicionales, además 

del hecho de que los jubilados tienen más patrimonio. Saber si se debe o se puede mantener 

aquella situación frente a las dificultades de la juventud o pensar cómo se puede luchar contra 

la pobreza de los jubilados sin debilitar a la situación económica de los más jóvenes es un 

tema de reflexión particularmente vívido, sobre todo en un contexto de restricciones presu-

puestarias. 

Gasto público en pensiones como porcentaje del PIB, observado y proyectado
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El nivel de vida de los mayores comparado con el nivel de vida de la población general en 2016
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Fuente: base de données sur la distribution des revenus de L’OCDE, 2020.

La reducción de la pobreza de los jubilados también implica completar el sistema contributivo con 

mecanismos no contributivos de solidaridad. La situación de las mujeres es muy representativa de 

esta situación. Sus salarios son menores que los de los hombres, ocupan empleos informales o a 

tiempo parcial y tienen carreras incompletas, en particular cuando cuidan a sus hijos/as. La aplica-

ción estricta de las reglas del sistema de reparto no permitiría eliminar la pobreza de los mayores, 

en particular (pero no solamente) en el caso de las mujeres. Por esa razón, todos los sistemas 

contributivos de reparto europeos incluyen mecanismos correctivos de solidaridad, para valorizar 

el trabajo a tiempo parcial o los periodos sin empleo, contabilizar la baja por maternidad, aumentar 

la pensión según el número de hijos/as, etc. 

No hay sistema de protección social global sin una 
institucionalidad pública fuerte.
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En euros 2016 Mujeres Hombres
Ratio 

Mujeres/ 
Hombres

Pensión de derecho directo 1066 1690 63,1%
Incremento por tres o más hijos/hijas 29 54

Pensión de derecho directo excluyendo el incremento familiar 1036 1636 63,4%
Pensión mínima 70 21

Pensión de derecho directo excluyendo el incremento familiar y mínima 966 1615 59,8%

MDA 73 0

AVPF 31 2

Pensión de derecho directo excluyendo los derechos familiares  
y mínima

863 1613 53,5%

Otros incrementos y periodos equivalentes 67 130

Pensión de derecho directo excluyendo el régimen de solidaridad 795 1483 53,6%

Interpretación: en 2016, la pensión media de derecho directo, excluidos los regímenes de solidaridad, fue de 795 
euros para las mujeres y de 1.483 euros para los hombres, es decir, una relación mujer/hombre del 53,6%. Si se 
suman los distintos regímenes de solidaridad, la pensión de las mujeres era de 1.066 euros y de 1.690 euros la 
de los hombres, es decir, una proporción del 61%. 
Fuente: cálculos de SG-COR basados en la evaluación DREES del EIR 2016.

La reflexión no solo puede llevarse en términos técnicos, sino que necesita una visión política. Lo 

que muestra el ejemplo europeo, y no solamente el francés, es que la principal amenaza para la 

cohesión democrática de los países viene de las situaciones de ruptura, de “brecha social”. Cuando 

aumenta el nivel económico, también aumenta la exigencia de igualdad entre categorías sociales. 

Mirando a la situación de las mujeres jubiladas, se nota por supuesto la importancia para ellas de 

tener una carrera profesional remunerada, en un sector de actividad formal. El principal obstáculo 

para la inclusión laboral de las mujeres es su actividad dentro de la familia, para cuidar a sus hijas/

os o familiares. Esto muestra la importancia de construir sistemas de protección social integrados. 

La construcción de una política de cuidado permite al mismo tiempo aliviar la actividad de cuidado 

Lo que muestra el ejemplo europeo, y no solamente el 
francés, es que la principal amenaza para la cohesión 
democrática de los países viene de las situaciones de 
ruptura, de “brecha social”. Cuando aumenta el nivel 
económico, también aumenta la exigencia de igualdad 
entre categorías sociales.
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familiar de las mujeres y de ofrecerles perspectivas de empleos remunerados que les permitan al 

final beneficiarse de una jubilación.

3.	 La cuestión de la institucionalidad se desprende lógicamente de la anterior. Los sistemas de 

reparto están gestionados por el Estado o por instituciones públicas como las cajas de seguridad 

social, bajo el control del Estado. En los países del norte de Europa, el papel de los sindicatos es 

más fuerte que en el sur de Europa, pero en todos los casos las reglas son definidas por una 

autoridad pública y su aplicación es controlada y evaluada por el Estado. Los seguros o los fon-

dos de pensiones privados tienen por principio un papel limitado y no pueden considerarse ins-

trumentos privados de una política pública porque su lógica es totalmente diferente. No piensan 

en términos de solidaridad, sino de capitalización individual. No hay sistema de protección social 

global sin una institucionalidad pública fuerte. En el sector de las pensiones, hay muy poca de-

legación de responsabilidad del Estado a empresas privadas, aun cuando son sin fines de lucro. 

Prestaciones de protección social en 2018 en Francia, por sector institucional (en %)

Estado
13,3%

Colectividades locales
4,6%

Sector privado rentable
y sin fines de lucro

12,3%
Sector privado

12,3%

Sector público
87,7%

Administraciones 
de la Seguridad Social
69,9%

Los dos temas de la Constitución y de la protección social están estrechamente vinculados, no tanto 

o no solamente por razones jurídicas —se puede implementar sistemas de protección social sin base 

constitucional detallada—, sino también políticas. En realidad, son tres los mensajes fundamentales 

que hay que tener en cuenta a mi juicio.

	◗ Primero, el sistema de protección social no es una construcción técnica, sino que repre-
senta una visión política del futuro de un país. Por esta razón el vínculo con una Constitución 

es muy estrecho, sea implícito, como en el caso francés (porque no había ninguna duda sobre el 

hecho de que el pacto social era la fundación de la reconstrucción democrática del país después de 
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la guerra), o más explícito, como en el caso de los países del sur de Europa. Por lo tanto, decidir 

incluir elementos de protección social en una Constitución es una expresión política fuerte.

	◗ Segundo, la protección social europea expresa un ideal de igualdad y de inclusión de cada 
ciudadana/o. Desde este punto de vista, la referencia a la construcción de un sistema de protección 

social no es suficiente y la experiencia europea lo demuestra, por ejemplo, antes de que los temas de 

igualdad de género se tomaran en cuenta. Un país que inicia un proceso de protección social 
debe considerar el objetivo de igualdad de género en sus principios fundadores.

Finalmente, una Constitución dice cómo queremos vivir juntos. No se trata de detallar leyes, pero 
de presentar algo como una declaración de los derechos de los/as ciudadanos/as. Por razones eco-

nómicas, Europa trata de reinventar sus modelos de protección social. Pero nadie olvida que supimos desa-

rrollar nuestras economías y nuestros modelos sociales de forma armónica y concertada y la gran mayoría 

de los ciudadanos europeos piensan que el desarrollo social es clave también para el desarrollo económico. 

Sandra Ponce de León Salucci 
Profesora de Derecho Administrativo y profesora de Magíster LLM  
en la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica  
de Chile. Fundadora y asociada de la Asociación Chilena de  
Derecho Constitucional14

La equidad intergeneracional como eje rector de las políticas de bienestar 
social, especialmente en el área de salud

Ideas centrales

La equidad o justicia intergeneracional supone que es obligación de cada Estado entregar a las gene-

raciones venideras un mundo que, desde el bienestar social, les brinde las mismas oportunidades de 

desarrollo que tuvimos nosotros. Para el cumplimiento de tal obligación se deberá analizar con 

14.  Abogada; magíster en Derecho Público con mención en Derecho Constitucional, por la Pontificia Universidad Católi-
ca de Chile; profesora del Departamento de Derecho Público y del magíster LLM UC, de la Pontificia Universidad Católica 
de Chile. Directora del Instituto Chileno de Derecho Administrativo. Ex fiscal en los Ministerios del Trabajo y Previsión 
Social y de Vivienda y Urbanismo; ex relatora del Tribunal Constitucional. Actualmente ejerce la profesión de manera 
independiente.
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criterios de eficiencia y equidad la mejor fórmula de asignación de recursos a las distintas generacio-

nes, y así determinar las condiciones de un modelo de desarrollo que sea sostenible en el tiempo.

Principio de equidad intergeneracional

Considerado como principio, la equidad intergeneracional es una fuente generadora de normas y un 

criterio de interpretación del derecho en casos concretos.

Por su naturaleza, las normas derivadas del principio de equidad intergeneracional son autoimpuestas 

y los derechos emanados de ellos son colectivos, difusos y universales.

Por el carácter universal de las normas intergeneracionales interesa a todos su aplicación, por lo que 

pueden calificarse como preceptos erga omnes.

Reconocemos que la equidad intergeneracional es un principio prácticamente consolidado en materia 

ambiental; sin embargo, el traslado a otras áreas podría tildarse como lege ferenda.

Importancia del principio en las políticas públicas

Para formular políticas públicas con eje en este principio de equidad intergeneracional es fundamental 

que tengamos un modelo de actuación estatal fundado en una relación estrecha entre subsidiariedad 

y solidaridad.

El Estado debe encargarse del diseño, implementación y evaluación de políticas públicas que generen 

inclusión, y que nivelen la base para el goce de los derechos por parte de toda la ciudadanía. Y, dentro 

de la variada gama de opciones, sin duda, encontraremos aquellas políticas que tienden a garantizar 

una igualdad básica de prestaciones en servicios como salud, educación, vivienda, agua, etc.

Además, reconocemos la asignación al Estado de un papel subsidiario y regulador de la actividad 

económica que ejecutan los particulares. Sobre todo, en las áreas de mayor interés público, como 

son la financiera, la aseguradora, la de educación, la vinculada a la salud y a la salubridad de la 

población y la ejecutada por asociaciones público-privadas en materia de obras públicas, solo por 

nombrar algunas.
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Sabemos, también, que nuestra Constitución reconoce el principio de subsidiariedad, aunque no se 

aluda expresamente a él, en el inciso tercero de su artículo 1.º, que garantiza la adecuada autonomía 

de los grupos intermedios para que alcancen sus fines específicos.

Ahora bien, si asumiéramos que el principio de subsidiariedad solo consiste en limitar la actuación 

estatal en la economía, lo estamos reduciendo a ser un mero instrumento destinado a asegurar la li-

bertad de los individuos, representativa del Estado liberal. Así le damos una dimensión incompleta.

Sostengo algo distinto. El principio de subsidiaridad representa un criterio orientador de la actuación 

estatal en el sentido de que el Estado puede y debe actuar si los privados no están logrando cubrir por 

sí solos las necesidades colectivas o lo hacen de modo imparcial o imperfecto. Si entendemos que la 

subsidiariedad es un criterio orientador, podemos comprender mejor que toda actuación estatal está 

encaminada a la promoción del bien común. Porque es esa la idea que está detrás de la creación del 

Estado y que lo justifica hasta estos tiempos. Entiendo que la noción de bien común contenida en el 

texto constitucional refuerza ambas ideas o dimensiones de la subsidiariedad (negativa o de absten-

ción y positiva o de actuación). La Constitución hay que entenderla como una regla que debe permitir 

descartar los principios del liberalismo indiferente a la injusticia social, como también del intervencio-

nismo que termina por asfixiar el talento, la iniciativa privada y deje subordinados los derechos funda-

mentales al interés estatal, representado por la mayoría democrática circunstancial. 

El Estado debe encargarse del diseño, 
implementación y evaluación de políticas públicas 
que generen inclusión, y que nivelen la base para el 
goce de los derechos por parte de toda la ciudadanía. 
Y, dentro de la variada gama de opciones, sin duda, 
encontraremos aquellas políticas que tienden  
a garantizar una igualdad básica de prestaciones  
en servicios como salud, educación, vivienda, agua, etc.

© DPP/Aliosha Márquez Alvear
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A mi juicio, esa fórmula refuerza la comprensión de que la solidaridad no solo es un fundamento de la 

dimensión positiva de la subsidiariedad, sino que, también, lo es de la obligación que pesa sobre todos 

los particulares de contribuir al logro del bien común. La vigencia y la aplicación del principio 
de subsidiariedad resguarda la libertad e iniciativa de los privados, que es una consecuencia de 
la primacía de la persona respecto del Estado, y hace posible una solidaridad auténtica entre 
los miembros de la sociedad, ya que estos se convierten en actores y responsables del bien 
común, tanto desde la perspectiva de sus derechos como de las obligaciones y deberes co-
rrelativos que tienen para con la comunidad, incluyendo a las futuras generaciones.

Sobre esas bases podemos pavimentar el camino para incorporar la equidad generacional en la for-

mulación de políticas públicas en nuestro país.

Un mal ejemplo en materia de regulación legal del derecho a la salud en Chile

En el famoso fallo Peña Wassaf (STC Rol 976, de 2008), el Tribunal Constitucional resolvió el primer 

reclamo de inaplicabilidad deducido en contra de una norma de la Ley de Isapres que permitía a la 

superintendencia del ramo establecer una tabla de factores de edad y sexo para reajustar los precios 

de los contratos de salud que ofrecían las Isapres a sus afiliados (art. 38 ter). 

En esta sentencia se justifica el nexo que existe entre subsidiariedad y solidaridad en el sistema de 

salud, conforme a la interpretación constitucional que efectuó la Magistratura.

En efecto, el fallo resolvió que la forma en que el legislador democrático decidió regular el ejercicio del 

derecho a las prestaciones de salud por parte de las instituciones privadas violentaba la esencia de la 

dignidad y de la igualdad ante la ley, por lo que se declara la inconstitucionalidad, derogando y, por 

ende, eliminando del ordenamiento jurídico la norma legal examinada (STC Rol 1710-2010).

Lamentablemente después de 11 años de dictada esa sentencia de inconstitucionalidad, podemos 

constatar que aún no se ha logrado un acuerdo de las fuerzas políticas en el Congreso Nacional que 

nos permita llenar el vacío que aquella dejó. Tampoco se ha avanzado en la necesaria reforma de los 

actuales sistemas previsional y de salud, que incorporen, como se requiere, la mirada del compromiso 

intergeneracional.

Ese ha sido un mal ejemplo…
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Marcela Peredo Rojas 
Doctora en Derecho, profesora de Derecho Constitucional  
en la Universidad de los Andes, Chile

Modelos de bienestar social y proceso constituyente

Estamos insertos en un proceso que se dirige a establecer una Carta Fundamental que debe adaptarse 

a los contextos sociales en permanente cambio, hacer la revisión de la Constitución para que se adecúe a 

las nuevas necesidades sociales, económicas y culturales existentes. Nogueira ha establecido que: “Las 

Constituciones escritas son obras humanas imperfectas y que responden a una realidad histórica y una 

cultura concreta, que deben contener los mecanismos y procedimientos necesarios para procesar los 

cambios y adecuaciones necesarios a nuevas realidades y desafíos jurídicos y políticos, como asimismo 

para ir llenando los vacíos o lagunas que contenga, sean estas últimas conscientes cuando por razones 

políticas dejó temas abiertos (lagunas del constituyente) o inconscientes (lagunas de la Constitución)”15.

El origen del proceso constituyente nace por diferentes acontecimientos no pacíficos que suponen una 

erupción de la libertad política del pueblo. Dicho acontecimiento se establece el 18 de octubre de 2019 

y es denominado “estallido social”; estas manifestaciones establecieron una crisis política y social, 

generando el quiebre constitucional entre el pueblo, el Gobierno y los parlamentarios. Frente a los 

distintos sucesos del quiebre constitucional, el Congreso Nacional estableció el 15 de noviembre de 

2019 el denominado Acuerdo por la Paz y la Nueva Constitución, que establece una vía de salida ins-

titucional al quiebre de los poderes constituyentes, donde se señala que se establecerá un plebiscito 

para abril del año 2020 con dos preguntas fundamentales: 

1.	 ¿Quiere usted una nueva Constitución? Con las opciones apruebo o rechazo.

2.	 ¿Qué tipo de órgano debiera redactar la nueva Constitución? Convención Mixta Constitucional o Con-

vención Constitucional.

15.  Nogueira Alcalá, H. (2009). Consideraciones sobre poder constituyente y reforma de la Constitución en la 
teoría y la práctica constitucional. Ius et Praxis, 15(1), 238. https://dx.doi.org/10.4067/S0718-00122009000100007
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Dicho plebiscito, por los diferentes acontecimientos de la pandemia, debió ser postergado, estable-

ciéndose la reforma constitucional (Ley 21221), donde se señala que debe modificarse la expresión 

que contenía el artículo 130 de la Constitución, es decir, sustituir la expresión “26 de abril” por la frase 

“25 de octubre”, agregando, además, que el mismo día de las elecciones de alcaldes, concejales y 

gobernadores regionales correspondiente al año 2020 debe sustituirse por la fecha “11 de abril de 

2021”. A partir de esa fecha, con los convencionales elegidos por sufragio universal, comenzará a fun-

cionar un nuevo órgano constitucional denominado Convención Constituyente, que en un plazo máxi-

mo de un año debería redactar una nueva Constitución que deberá ser revisada por los electores para 

saber si ratifican ese texto o, por el contrario, prefieren el catálogo de derechos vigente en el plebisci-

to que se convocará para tal efecto.

Por lo anterior, es necesario establecer modelos de bienestar social y sus pilares fundamentales para 

su configuración en una nueva Carta Fundamental. Desde sus orígenes en la Alemania de Bismarck, 

se constituyen las bases del sistema de bienestar moderno basado en el principio de contributividad 

que obligaba a los trabajadores a implantar un sistema de bienestar social, estableciendo cuatro pila-

res fundamentales: la sanidad, la seguridad social, la educación y los servicios sociales. Pero 

frente a este primer modelo en Europa existen diversas variables como el grado de protección 

social o el reparto del peso en la provisión de servicios dentro del sector público o privado, encon-

trándonos con cuatro modelos de bienestar social. El primer modelo es el nórdico, que instaura la 

protección social más elevada, las prestaciones se financian vía cotizaciones y es el Estado el 

principal proveedor de servicios; el segundo modelo es el continental, que está basado en el prin-

cipio contributivo, donde empleados y empresas cotizan obligatoriamente para crear un plan de 

previsión para necesidad sociales; el tercer modelo es el anglosajón, que establece la protección 

social tanto a nivel de prestaciones contributivas como de ayudas sociales, lo que la hace ser 

mucho más limitada y tiende a cubrir necesidades básicas; y, por último, el modelo mediterráneo, 

que está entre el modelo anglosajón y el modelo continental a nivel de ayudas y de protagonismo 

del Estado en la provisión social, basándose en peculiaridades culturales como la presencia de la 

familia en la vida de los individuos.

Frente a esto, es necesario señalar que el ahorro como figura de la seguridad social, para asegurar 

riesgos futuros, no es nada nuevo, más bien del todo antiguo. Sin embargo, no existe en la Consti-

tución chilena vigente el reconocimiento constitucional autónomo del derecho a la pensión de ve-

jez o jubilación. En ese sentido, Loewenstein advierte que los derechos sociales no “son derechos 

en sentido jurídico ya que no pueden ser exigidos judicialmente del Estado, antes de que no hayan 
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sido institucionalizados por una acción estatal”. Es decir, se trata de derechos que en su naturaleza 

y contenido se definen mediante políticas públicas y dependen ciertamente de la capacidad presu-

puestaria del Estado. Y, en el mismo sentido, se refiere a otra parte de la doctrina constitucional. 

En contra, la doctrina considera que es perfectamente posible que, existiendo el derecho, no se 

hayan producido las garantías y el problema se refiere a cómo garantizar un derecho justiciable. 

A mayor abundamiento, Carbonell sostiene que “[L]a plena exigibilidad requiere de la creación de 

una sólida teoría de los derechos sociales, así como de la puesta en marcha de nuevos mecanismos 

procesales o del mejoramiento de los ya existentes”. “En el caso concreto de las pensiones no exis-

te un derecho a la seguridad social genérico, sin contenido, ya que no es efectivo que una persona 

pueda exigir prestaciones de seguridad social por cualquier acaecimiento que lo deje en estado de 

necesidad, sino más bien las contingencias sociales cubiertas por la seguridad social no son el re-

sultado del azar, o del capricho del legislador, preferentemente resultado de un análisis histórico 

de los casos más relevantes”. 

CONCLUSIONES DE LA SESIÓN

Marek Hoehn 
Cientista político e investigador de la Sección de Estudios  
del Departamento de Estudios y Extensión de la Biblioteca  
del Congreso Nacional de Chile

Quiero empezar con el profesor Maurizio Ferrera, quien se refiere a los derechos sociales junto con 

su función en la Constitución Política y nos plantea que plasmar los derechos sociales en la Constitu-

ción es un proyecto comunitario, un proyecto compartido, es una suerte de ethos de unidad nacional. 

Maurizio Ferrera plantea que en América Latina estos derechos son mucho más explícitos en las 

Constituciones. En sociedades en las que no hay un consenso establecido sobre los derechos sociales, 

es más conveniente que sean mucho más explícitos estos derechos en las Constituciones Políticas.

En su exposición, el profesor Ferrera relata la evolución en la Unión Europea, la promoción y el forta-

lecimiento de los derechos sociales a través de determinados tratados, entre los que menciona el 



Ciclo de Diálogos

76

Tratado de Lisboa, también el Acuerdo de Gotemburgo, que es el pilar de los derechos sociales euro-

peos. Ferrera hace particular énfasis en este pilar europeo cuando describe lo que él llama el “neouni-

versalismo”, que implica una superación del concepto de proteccionismo categorial y representa un 

universalismo que es selectivo y diferenciado con una base de garantía social, en especial para los 

jóvenes. Esto sería particularmente relevante en un contexto de transformación de los mercados la-

borales y de transformación de las relaciones familiares, así como para poder desarrollar una equidad 

intergeneracional.

Estos son énfasis europeos, y sobre estos se basan las siguientes intervenciones, especialmente la de 

Marisol Touraine, que compara la visión política sobre los derechos sociales en las diversas Constitu-

ciones europeas y muestra con gráficos detalladamente cuáles son las prioridades que han sido defi-

nidas en los países europeos.

Marisol Touraine plantea que puede haber un mayor nivel de detalle con respecto a la definición de 

las políticas sociales en cada una de las Constituciones, sin embargo, esto no se correlaciona con el 

nivel de gasto del Estado. Las Constituciones de Francia y de Alemania, por ejemplo, son poco ex-

plícitas respecto de los derechos sociales. La Ley Fundamental alemana los menciona muy al mar-

gen cuando indica que el carácter de la República es democrático, además de social, no obstante, 

tiene altos niveles de inversión pública en materia de garantía de derechos sociales. Por lo tanto, no 

hay una correlación entre lo explícito y la cantidad de recursos destinados. Touraine destaca la im-

portancia del financiamiento de la protección social y orienta el debate hacia los sistemas tributa-

rios. Presentando datos con gráficos, elocuentemente da cuenta del consenso y la legitimidad exis-

tentes acerca de la protección social en, por ejemplo, Francia, que es el país que analiza con mayor 

detención, donde independientemente de los grupos etarios y también del estatus social y el nivel 

de ingreso, las personas rechazan la posibilidad, o responden negativamente a la consulta de si 

pudieran ser menores las prestaciones, en este caso, de la jubilación, si las contribuciones fueran 

también menores.

Touraine concluye que hay una gran legitimidad de una política social de alto nivel y destaca que es un 

gran logro, después de la Segunda Guerra Mundial, que ningún trabajador jubilado ni ninguna trabaja-

dora jubilada esté pasando por una situación de pobreza en su edad avanzada. Subraya que hay un 

pacto social en Europa y se dispone de un alto gasto público para cumplir con este pacto. Observamos 

un compromiso político social, y para Touraine sería razonable que fuera a través de una Constitución 

Política que este pacto social y este compromiso político social tuviera legitimidad en una sociedad 
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como Chile, por lo tanto, que fuera parte de la Constitución Política este compromiso y este nuevo 

pacto social.

Javier Couso analiza el caso chileno y con visión histórica plantea que la Constitución chilena proviene 

del tiempo de la dictadura y consagra lo que él llama la “privatopía”. Con este concepto, Javier Couso 

hace referencia a una ortodoxia neoliberal que él llama “neoliberalismo radical”, que fue implementa-

da mediante una política del shock o “doctrina del shock”, con la consecuencia de que las prestaciones 

sociales se rigen por una lógica de mercado. Al realizar una comparación entre Estados Unidos y los 

países de la Unión Europea, concluye que Estados Unidos, a pesar de ser un país capitalista, sin duda 

tiene más prestaciones sociales estatales que Chile.

Posteriormente, en las consultas, también enfatiza su experiencia de Holanda y destaca el concepto 

de la “escuela ciudadana”. Es decir, de manera análoga al modelo finlandés, en el que la escuela es un 

espacio de encuentro de distintos niveles sociales, de distintas procedencias sociales, de niños con 

trasfondo migratorio que generan aptitudes y habilidades sociales y ciudadanas gracias a que se dis-

pone de espacios para compartir y no para segregar a los niños de acuerdo con el nivel socioeconómi-

co, como ocurre en Chile. Para Couso esto es una gran virtud.

Por lo anterior, la ortodoxia neoliberal tuvo que blindarse en la Constitución Política a través del 

concepto de la subsidiaridad. La subsidiaridad, a juicio de Javier Couso, genera una extraordinaria 

segregación cuya magnitud en los países europeos es simplemente inimaginable en términos de 

salud, en el ámbito de la educación, en el ámbito de las pensiones, en el ámbito de las restricciones 

laborales sindicales y de las restricciones para la negociación colectiva. Esta necesidad se refleja 

también en las restricciones que hay en la Constitución para cambiar la propia Constitución a través 

de cuórums calificados. Las disposiciones constitucionales que tienen relación con la privatiza-

ción también están blindadas por los altos cuórums calificados. Couso concluye y pone de mani-

fiesto esta ortodoxia neoliberal afirmando que “en Chile le damos soluciones privadas a proble-

mas públicos”.

En varias oportunidades ha subrayado que lo que en Chile se está pretendiendo realizar a través de 

una nueva Constitución, lo que algunos podrían considerar “revolucionario” o una “locura”, ya es reali-

dad en los países europeos desde el fin de la Segunda Guerra Mundial. Hace setenta años que los 

europeos tienen sistemas de protección social que aquí, al querer implementarlos, son calificados 

como revolucionarios.
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Sandra Ponce de León pone en el centro de su argumentación el concepto de la “justicia intergenera-

cional”. Plantea que es una obligación del Estado brindar las mismas oportunidades de desarrollo a 

todos, pero debe regirse por criterios de eficiencia y eficacia. Emanan así derechos colectivos que son 

difusos y universales. Sandra Ponce de León plantea que existe una relación estrecha entre subsidia-

riedad y solidaridad y que de ninguna manera el principio de subsidiariedad del Estado se contradice 

con la solidaridad, es más. Destaca que, en realidad, es a través de la subsidiariedad que podemos 

alcanzar el bien común. Es lo que ella llama la solidaridad auténtica. El Estado debe ser subsidiario, 

además de regulador de las prestaciones otorgadas por el sector privado.

Marcela Peredo profundiza lo planteado por Ponce de León. Compartiendo la mencionada relación 

entre subsidiariedad y solidaridad, Marcela Peredo estructura su presentación a través de tres pregun-

tas. La primera es si los constituyentes están facultados y tienen atribuciones para redactar una Cons-

titución Política a partir de una “hoja en blanco”. Peredo se pregunta: ¿todo se puede hacer? Su res-

puesta es: no, porque estamos limitados a tratados. Peredo destaca especialmente el Protocolo de 

San Salvador16, y cita tratados de derechos humanos que limitarían el accionar de los convencionales. 

Y aquí me da la impresión de que es particularmente el derecho a la propiedad; en algún momento 

plantea que el derecho a la propiedad se vería afectado por diversas potenciales propuestas de los 

convencionales y que por lo tanto constituiría un límite al derecho a la propiedad, como parte de 

los derechos humanos de primera generación, al actuar de los convencionales. Y ella afirma que, por 

este motivo, las normas constitucionales podrían llegar a ser inconstitucionales. De esta forma res-

ponde a la segunda pregunta: ¿cuáles son los límites al actuar de los convencionales? Las normas 

constitucionales que redactar podrían llegar a ser inconstitucionales.

Su tercera pregunta es: ¿cuáles serían los nuevos derechos a los que una Constitución podría dar 

origen? Peredo nombra particularmente el derecho a la protección de adultos mayores, expresada 

como un derecho a la protección “autónoma” de los adultos mayores. El concepto de protección “au-

tónoma” puede entenderse como una defensa a un sistema privado de pensiones. Posteriormente, 

cuando habla específicamente de las pensiones, defiende un derecho “autónomo”, y concluye que la 

subsidiaridad es compatible con el principio de solidaridad.

Espero haber interpretado bien y sintetizado bien sus intervenciones y agradezco su atención. Muchas 

gracias.

16.  Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Protocolo de San Salvador), de 
1988.
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